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RESUMEN: En este trabajo se va a analizar la relación entre el Reglamento europeo de 
sucesiones y los Derechos civiles coexistentes en el ordenamiento español, a partir de una serie 
de Resoluciones emanadas de la Dirección General de Seguridad y Fe Publica, desarrolladas a 
lo largo de los primeros diez años de aplicación de la norma europea. Se trata de un momento 
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especialmente propicio para ello porque coincide el cumplimiento de los diez primeros años 
de aplicación del Reglamento europeo de Sucesiones con los cincuenta años de la 
promulgación del Título Preliminar del Código Civil que, consolidó la estructura del sistema de 
resolución de conflictos de leyes el ordenamiento español, apostando por la unidad de 
soluciones para resolver los conflictos de leyes internacionales e internos.  Las resoluciones 
que se examinan versan, precisamente, sobre la relación entre la dimensión interna e 
internacional de conflictos de leyes derivada de la aplicación del Reglamento europeo de 
sucesiones, de modo que se va a centrar en sus normas de remisión a los ordenamientos 
plurilegislativos. La coexistencia entre ambas dimensiones, amparada por el Reglamento 
europeo de sucesiones, refleja una diferencia de soluciones para resolver los conflictos de 
leyes, según sean internacionales o puramente internos, que refleja una quiebra del sistema 
prestablecido y provoca falta de claridad y coherencia en la aplicación práctica por parte los 
operadores jurídicos.  

PALABRAS CLAVE: Reglamento europeo de sucesiones, código civil, ordenamiento 
plurilegislativo, conflictos de leyes internos, conflictos de leyes internacionales. 

ABSTRACT: This paper analyses the relationship between the European Succession Regulation 
and coexisting civil laws in the Spanish legal system based on a series of resolutions issued by the 
Directorate General of Security and Public Trust developed during the first ten years of 
application of the European regulation. This is a particularly opportune moment to do so, as the 
first ten years of application of the European Succession Regulation coincide with the fiftieth 
anniversary of the enactment of the Preliminary Title of the Civil Code, which consolidated the 
structure of the system for resolving conflicts of laws in the Spanish legal system, committing to 
a unified approach to resolving conflicts of international and domestic laws.  The rulings 
examined deal with the relationship between the domestic and international dimensions of 
conflicts of laws in the application of the European Succession Regulation and, therefore, its rules 
on referral to multi–legislative systems. The coexistence of both dimensions covered by the 
European Succession Regulation reflects a difference in solutions for resolving conflicts of laws 
depending on whether they are international or strictly domestic, which reflects a breakdown in 
the pre–established system and leads to a lack of clarity and consistency in practical application 
by legal operators.  

KEYWORDS: Regulation in matter succession, plurilegislative system, civil code, internactional 
conflicts of law, internal conflicts of laws. 

 

I. INTRODUCCIÓN: DIEZ AÑOS DE APLICACIÓN DEL REGLAMENTO EUROPEO DE 
SUCESIONES Y CINCUENTA AÑOS DESDE LA PROMULGACIÓN DEL TÍTULO PRELIMINAR 

DEL CÓDIGO CIVIL ESPAÑOL 
 
1. Los diez años de convivencia (o coexistencia) en el ordenamiento 

español entre el Reglamento europeo de sucesiones1 y los Derechos civiles 
forales o especiales han comportado una serie de resoluciones emanadas de 
la Dirección General de Seguridad y Fe Pública (a partir de ahora DGSYFP) y 
de los tribunales, que reflejan la existencia de controversias en torno a su 

 
1 En función de su art. 84, el Reglamento de sucesiones entró en vigor a los veinte días de su 

publicación en el Diario Oficial de la Unión, DOL nº 201, de 27 de julio, pero de conformidad con 
el art. 83 se aplica a la sucesión de las personas que fallezcan el 17 de agosto de 2015 o a partir 
de esa fecha, excepto lo que respecta a los arts. 77 y 78. 
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aplicación. Pasados los primeros diez años de aplicación plena del 
Reglamento europeo de sucesiones2 y cincuenta de la promulgación del 
Título Preliminar del Código Civil, nos encontramos en un momento 
especialmente propicio para aprovechar estas decisiones con el objetivo de 
volver a analizar y revisar su relación. 

2. En estos años, la aplicación de los Reglamentos europeos ha hecho 
resurgir el viejo debate sobre la potencial “afección” de la pluralidad 
legislativa en materia civil existente en España por el Derecho internacional 
o europeo y, en este trabajo, nos ocuparemos, en particular, de la aplicación 
Reglamento europeo de sucesiones. El alcance que podía llegar a tener el 
Derecho privado europeo, y su repercusión sobre el Derecho Internacional 
privado de carácter autónomo, tomó fuerza a finales del siglo XX principios 
del XXI con la promulgación del Tratado de Ámsterdam. Entonces, se 
pronosticaba un futuro que ahora es presente y en el que podemos 
comprobar que, todas las hipótesis que se planteaban como inciertas, en la 
actualidad se han convertido en realidad3.  

3. La aplicación en estos diez años por los operadores jurídicos españoles 
del Reglamento europeo de sucesiones ha derivado en una serie de asuntos 
en materia sucesoria en los que se produce la confluencia entre los sistemas 
de solución de conflictos de la dimensión internacional e interna del 
ordenamiento español. La norma europea para la resolución de conflictos 
de leyes en materia de sucesiones y el Derecho Interregional coinciden a la 
hora de señalar en supuestos de sucesiones como ley aplicable a alguno de 
los Derechos civiles que coexisten en nuestro país y, por ende, a sus 
especialidades en ese ámbito.  

 
2 Teniendo en cuenta que es la medida temporal que se toma para modificar los Reglamentos 

europeos. El art. 82 del Reglamento de sucesiones establece que su revisión será, a más tardar, el 
18 de agosto de 2025.  

3 Entre otros, A. Borras Rodríguez,“La comunitarización del Derecho Internacional privado: 
pasado, presente y futuro”, en Cursos de Derecho Internacional y relaciones internacionales de 
Vitoria–Gazteiz, 2001, pp. 285–318; J.J. Álvarez Rubio, “El Tratado de Ámsterdam y la codificación 
del derecho Interregional desde la perspectiva del Derecho civil vasco”, Curso de Derecho 
internacional y relaciones internacionales de Vitoria–Gazteiz, 2002, y “La incidencia del Tratado 
de Ámsterdam en el sistema de Derecho Interregional”, Anales de la Facultad de Derecho de la 
Laguna, 18 de noviembre de 2001, pp. 65–78; E. Zabalo Escudero, “Armonización del Derecho 
aplicable a las cuestiones de familia y su incidencia en el espacio judicial europeo”, en La libre 
circulación de las resoluciones judiciales en la UE. Actas del Seminario celebrado en la Universidad 
de Sevilla, Sevilla, 2005, pp. 185–198; N. Magallón Elósegui, La Proyección del Sistema español de 
Derecho Interregional sobre el Derecho Civil guipuzcoano, Thomson–Aranzadi, Cizur Menor, 2008; 
S. Álvarez González, “El Reglamento 650/2012, sobre sucesiones y la remisión a un ordenamiento 
plurilegislativo: algunos casos difíciles o, simplemente, llamativos”, Revista de Derecho civil, vol. 
II, nº 4, 2015.pp. 7–28. 
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4. Estos encuentros han reavivado viejas cuestiones que giran en torno a 
la relación entre los métodos de resolución de conflictos de leyes 
internacionales y de conflictos de leyes internos, poniendo de nuevo sobre 
la mesa las deficiencias de un sistema de Derecho Interregional que 
permanece invariable desde la modificación del Título Preliminar del 
Código civil en 1974, a pesar de que, el desarrollo Derecho Internacional 
privado de origen institucional, ha supuesto el progresivo desplazamiento 
de sus normas. 

Ciertamente, el Título Preliminar del Código civil consolidó la estructura 
del sistema de resolución de conflictos apostando por la unidad de 
soluciones y, a tenor del art. 16, realizaba una remisión analógica a las 
normas contenidas en el Capítulo IV del Código civil que extendía las, 
entonces, normas para resolver los conflictos de leyes internacionales a la 
resolución de los conflictos de leyes internos4. Cincuenta años desde su 
promulgación, este sistema conflictos continúa vigente a pesar de que la 
irrupción de los Reglamentos europeos en el ordenamiento español y, en 
particular, como vamos a ver del Reglamento europeo de sucesiones, ha 
supuesto una dualidad de soluciones que, paradójicamente, choca con lo 
instaurado con anterioridad.  

5. Sentadas estas premisas, en este trabajo, no vamos a entrar en el 
análisis del contenido normativo del Reglamento europeo de sucesiones y, 
únicamente, nos referiremos a sus normas de funcionamiento con la 
finalidad de abordar su convivencia con el sistema español de Derecho 
Interregional desde una perspectiva basada en su proyección práctica.  

6. Antes de empezar, para enmarcar dicha relación, destacaremos una idea 
que nos ayudará a contextualizarla y que es clave en el desarrollo posterior 
del trabajo: el Reglamento europeo de sucesiones, en tanto tiene eficacia erga 
omnes, será obligatorio y aplicable en todos los Estados miembros, de modo 
que se ocupa de señalar la ley aplicable a las sucesiones mortis causa de 
carácter trasfronterizo con independencia de la nacionalidad, domicilio o 
residencia habitual de las partes involucradas y de que la ley señalada sea la 
de un Estado miembro (art. 20 Reglamento de sucesiones). Teniendo en 
cuenta su aplicación universal queremos subrayar como el sistema 
establecido por el Reglamento europeo de sucesiones se va a encargar de 
determinar la ley aplicable a las sucesiones internacionales desplazando el 
art. 9.8º Cc que, solamente quedará vigente para resolver los conflictos de 
leyes internos derivados de las sucesiones conectadas con más de un 

 
4 E. Zabalo Escudero, “Art. 16.1º”, en Comentarios al Código Civil y Compilaciones forales, S. 

Albaladejo y Díaz Alabart (dirs.), Madrid, Edersa, 1259–1282; J. C. Fernández Rozas y A.L. Calvo 
Caravaca, El Derecho Internacional privado e interterritorial español en el cincuenta aniversario del 
Título Preliminar del Código Civil, Madrid, Iprolex, 2025.  
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ordenamiento de los coexistentes a nivel interno5. Ello provoca la 
consolidación de dos sistemas distintos divididos por el carácter 
internacional o interno del supuesto sucesorio. 

7. Teniendo en cuenta estos antecedentes, vamos a examinar aquellas 
resoluciones en las que se solapa la pluralidad normativa a nivel europeo y la 
pluralidad normativa a nivel interno, involucrando a ambas dimensiones 
conflictuales y dando lugar a una mayor, o menor, interacción entre los 
sistemas de resolución de conflictos internacionales y de conflictos 
interregionales. El punto de partida no es sencillo, la coexistencia entre ambas 
pluralidades no siempre refleja una pacífica avenencia. La quiebra del sistema 
desemboca en una heterogeneidad de soluciones que diferirán a la hora de 
resolver los supuestos de conflictos de leyes según sean internacionales o 
puramente internos que se traduce en detrimento de la igualdad de 
resultados. La diferencia de soluciones ha llevado a la doctrina a plantear la 
existencia de distorsiones o desajustes en la proyección practica del 
Reglamento de sucesiones a los conflictos de leyes internos en nuestro país6. 
Sin embargo, esta divergencia no debería suponer un problema de 
convivencia entre ambas dimensiones sino que, como vamos a tener 
oportunidad de comprobar, los inconvenientes derivan de la inseguridad que 
provoca su aplicación por parte de los operadores jurídicos, que carece de la 
suficiente claridad y coherencia7. 

8. En cierto modo, consideramos que el motivo de esa falta de precisión 
tiene su origen en la trayectoria normativa que ha seguido la resolución de 
conflictos de leyes internos e internacionales en el ordenamiento español que, 
en función de la vieja articulación derivada del art. 16 Cc, partía de la 

 
5A. Font i Segura, “La sucesión hereditaria en Derecho Interregional”, ADC, 2000, pp. 23–82. 
6 Al respecto, entre otros, S. Álvarez González, “El Reglamento 650/2012, sobre sucesiones y 

la remisión a un sistema plurilesgilativo: algunos casos difíciles o, simplemente, llamativos”, 
Revista de Derecho civil, vol. II, nº 4, 2015, pp. 7–28 y “Cuestiones de Derecho Interregional en la 
aplicación de los nuevos Reglamentos comunitarios”, en Jornadas sobre Derecho, inmigración y 
empresa, (Santiago Ripol ccord.), Colegio Notarial de Cataluña, Marcial Pons, 2019, pp. 363–388; A. 
Calatayud Sierra, “El Reglamento de sucesiones y el Derecho Interregional español”, Revista de 
Derecho aragonés, nº 19, 2023, pp. 125–145, A. Font i Segura, “La remisión intracomunitaria a 
sistemas plurilegislativos en el Reglamento 650/2012 en materia de sucesiones”, en El nuevo marco 
de las sucesiones internacionales en la Unión Europea, Madrid, CGN, 2014, pp. 75–122. 

7 A. Rodríguez Benot, “Una lectura europea de la aplicación del art. 50 de la Compilación balear 
a los extranjeros a propósito del caso Crul y su deriva judicial (Sentencia de la AP de Mallorca, 
Sección tercera, de 30 de diciembre de 2020”, REEI, 2021, pp. 20–25; L. Garau Juaneda, “La 
aplicación de los Reglamentos de la UE a los llamados “conflictos internos” y el necesario cambio 
de paradigma sobre la función de las normas de conflicto”, Bitacora. Millenium, nº 10, pp. 51–62; 
S. Álvarez González, “¿Puede un extranjero acogerse al pacto de mejora gallego? El Reglamento 
650/2012 y la Resolución DGSJFP de 20 de enero de 2022”, Revista de Derecho civil, vol. XI, nº 1, 
(enero marzo 2022), pp. 1–34; F.J. Oñate Cuadros, “¿Sueñan los extranjeros con el Derecho foral?”, 
Bitacora Millenium, nº 16, (julio–diciembre 2022). 
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aplicación de las normas de Derecho Internacional privado para resolver 
cuestiones de Derecho Interregional, aunque no estuvieran previstas para 
ello, no respondieran a las mismas motivaciones y, por tanto, no hayan 
resultado del todo operativas inclusive, a pesar de los intentos del Código civil 
por complementar las deficiencias más acuciantes de su aplicación8.  

9. Como podemos observar, en este trabajo se va a retornar a un viejo 
debate, todavía sin solucionar, sobre el que llevamos dando vueltas mucho 
tiempo9 que, al principio, oscilaba entre la aplicación de las normas de 
Derecho Internacional privado para resolver los conflictos de leyes 
puramente internos o la necesaria elaboración de un sistema específico de 
Derecho Interregional y, en la actualidad, gira en torno a la aplicación de los 
Reglamentos europeos a los conflictos de leyes internos o la, todavía 
necesaria, reforma del sistema de Derecho Interregional10. 

Para ello, nos centraremos en la aplicación de las normas de funcionamiento 
del Reglamento de sucesiones sobre remisión a ordenamientos 
plurilesgilativos, teniendo en cuenta la especial idiosincrasia de nuestro sistema 
de Derecho Interregional (II) y su reflejo en la práctica de los operadores 
jurídicos (III). Ello, nos va a llevar a reincidir en el debate de la potencial 
aplicación de Reglamento europeo para resolver conflictos de leyes 
estrictamente internos también en atención al art. 38 del Reglamento europeo 
de sucesiones y al eventual desplazamiento de un Derecho Interregional que 
continua incompleto y anclado en el pasado (IV). 

 

II. EL ART. 36 DEL REGLAMENTO EUROPEO DE SUCESIONES Y LA REMISIÓN  
A “NUESTRO” SISTEMA PLURILEGISLATIVO 

 
1. Interacción entre los conflictos de leyes internacionales y los conflictos de 
leyes internos  

 
10. En el ordenamiento español, los conflictos de leyes pueden 

examinarse desde dos puntos de vista: desde una perspectiva interna en 
función de los problemas que suscitan en un nivel puramente interno, 

 
8 S. Álvarez González, “Derecho Interregional. Claves para una reforma”, AEDIPr, t. III, 2003, 

pp. 37–73; A. Font i Segura, Actualización y desarrollo del sistema de Derecho Interregional, 
Colección De Conflictu Legum, nº 10, Santiago de Compostela, 2007. 

9 A. Arce Janariz, Constitución y Derechos civiles forales, Madrid, Técnos, 1987, y E. Pecourt 
García, El nuevo sistema español de Derecho Interregional, en Primeras Jornadas del Instituto de 
Derecho foral, Pamplona, 30 de octubre a 2 de noviembre de 1975, pp. 6–76. 

10 S. Álvarez González, “Derecho Interregional: claves para una reforma”, AEDIPr, t. III, 2003, 
pp. 37–83; A. Font i Segura, Actualización y desarrollo del sistema de Derecho Interregional, 
Universidade de Santiago de Compostela, 2007. 



CONFLICTOS DE LEYES EN LA APLICACIÓN DEL REGLAMENTO DE SUCESIONES 

AEDIPr, t. XXV, 2025, pp. 351–395 
ISSN 1578–3138 

357 

estatal. Y desde un punto de vista internacional, teniendo en cuenta los 
momentos en los que los conflictos de leyes internos se entrecruzan con los 
conflictos de leyes internacionales11.  

En lo que concierne a las cuestiones que suscitan los conflictos de leyes 
internos más allá de las fronteras estatales debemos subrayar que nuestro 
trabajo tomará una visión fundamentalmente europea, orientada al estudio de 
la interrelación existente entre los conflictos de leyes internos y los conflictos 
de leyes a nivel europeo. Este enfoque nos permitirá advertir la creciente 
interacción existente entre los diversos tipos de conflictos a través de la 
proyección del Reglamento europeo de sucesiones al Derecho Interregional. 

11. Cada vez es más frecuente que los conflictos de leyes internos y los 
conflictos de leyes internacionales mantengan una interacción vinculada a 
su posible superposición y, en estos casos, desde la perspectiva del 
ordenamiento español, su solución requiere un análisis conjunto de ambos 
niveles. En este sentido, la relación entre los conflictos de leyes internos y 
los conflictos de leyes internacionales girará en torno a dos situaciones. Por 
un lado, cuando la norma de conflicto europea señala como aplicable el 
Derecho de un Estado plurilegislativo debemos precisar cuál es el Derecho 
material aplicable que ha de regir el supuesto de entre los coexistentes en 
ese Estado. A tales efectos, cabe subrayar la necesidad de diferenciar, y no 
confundir, las cuestiones derivadas del reenvío a los conflictos de leyes 
internos de los problemas que aquí nos interesan vinculados a la remisión a 
un ordenamiento de carácter plurilegislativo, aunque, cómo veremos que ha 
sucedido en la práctica, también pueden llegar a superponerse. 

12. Por otro lado, se trata de una relación predeterminada por la 
anacrónica supervivencia en el ordenamiento español de la aplicación 
analógica de las normas establecidas para solucionar los conflictos de leyes 
internacionales a los conflictos de leyes internos. En este sentido, el 
progresivo aumento de las normas conflictuales de origen europeo ha 
supuesto el desplazamiento de las normas de fuente interna de Derecho 
Internacional privado, revitalizando el planteamiento sobre su posible 
aplicación directa o extensión a los conflictos producidos en un nivel 
estrictamente estatal, a pesar de que no presenten ningún elemento de 
conexión con el ordenamiento institucional12.  

  

 
11Vid. M. Aguilar Navarro, Derecho Internacional Privado. vol. I, t. II. Madrid, 1974, p. 28 ss. 
12 Vid. S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación de los Convenios de la Conferencia de la Haya de 

Derecho Internacional Privado a los conflictos de leyes internos: perspectiva española”, REDI, 
1993–1, pp. 131–148. 
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2. Las cláusulas de remisión a un ordenamiento plurilegislativo: el art. 12 del 
Código Civil y el art. 36 del Reglamento europeo de sucesiones 

 
A) La remisión a un ordenamiento plurilegislativo en el Código Civil  
 
13. Lo primero que debemos hacer, antes de entrar a analizar la cuestión 

concerniente a las normas de remisión a un ordenamiento plurilegislativo 
como uno de los supuestos de interacción entre los conflictos 
internacionales e internos, es marcar su diferenciación con el reenvío. Se 
trata de una cuestión técnica que nos va a ayudar a entender uno de los 
supuestos prácticos que analizaremos en el epígrafe cuarto de este trabajo, 
derivado de la Sentencia de la Audiencia Provincial de Málaga, sección 
cuarta, de 3 de mayo de 202313. 

El reenvío tiene lugar cuando la norma de conflicto del foro designa como 
aplicable un ordenamiento extranjero cuya norma de conflicto difiere de la 
anterior señalando, a su vez, a otro ordenamiento que puede ser el del foro. 
Se trata, por tanto, de una confrontación de los sistemas conflictuales de 
diferentes ordenamientos. De este modo, el fenómeno del reenvío depende 
de que los ordenamientos coexistentes tengan normas de conflicto propias 
y, además, prevean soluciones regidas por distintos puntos de conexión; y 
no tiene cabida en los conflictos de leyes internos producidos en el 
ordenamiento español que se configura como un ordenamiento unitario 
donde la competencia para resolver los conflictos de leyes corresponde de 
manera exclusiva al legislador central14. 

14. Cuestión diferente es la remisión de la norma de conflicto del foro a 
un sistema plurilegislativo, en cuyo caso habrá que determinar cuál de las 
leyes concurrentes en el mismo es aplicable. Se trata de una superposición 
entre un conflicto interno e internacional en la medida que partiendo de un 
conflicto de leyes internacional se termina decidiendo sobre un conflicto 
interno. Y se puede dar, tanto en conflictos de tipo personal como territorial, 
aunque nosotros sólo nos referiremos a la remisión a un Estado 
plurilegislativo de base territorial15.  

La remisión de las normas de conflicto a un sistema plurilegislativo puede 
operar en torno a dos circunstancias ad extra y ad intra. La remisión ad extra 

 
13 ECLI:ES:APMA:2023:6980 
14 Vid. E. Zabalo Escudero, “Art. 16.1º”, loc.cit., p. 1259; A. Borras Rodríguez., Calificación, 

reenvío y orden público en el Derecho Interregional, Bellaterra Universidad Autónoma de 
Barcelona, Barcelona, 1984.  

15 A. Borras Rodríguez, “Les ordres plurilegislatifs dans le Droit International Privé actuel”, 
Recueil des Cours., 1994–V, t. 249, pp. 143–168.  
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a un ordenamiento plurilegislativo afecta a todo tipo de ordenamientos, 
plurilegislativos o no, y abarca los supuestos en los que en función de la 
norma de conflicto del foro resulta aplicable un ordenamiento que es el que 
se caracteriza como plurilegislativo, por lo que, habrá que precisar, de entre 
los ordenamientos coexistentes, cuál de ellos es finalmente aplicable para 
solucionar el supuesto. Mientras tanto, la remisión ad intra implica una 
combinación de la remisión a un sistema plurilegislativo y el reenvío; y tiene 
lugar cuando la norma de conflicto del foro remite a un Derecho extranjero 
cuya norma de conflicto (admitido el reenvío) a su vez señala al 
ordenamiento del foro y éste es un sistema plurilegislativo. Por tanto, sólo 
tendrá lugar en los ordenamientos de este carácter y que admitan el reenvío 
de primer grado16. 

15. En el primero de los casos, en la remisión ad extra, la delimitación del 
ordenamiento material aplicable, entre los concurrentes en el 
ordenamiento plurilegislativo señalado, se realizará conforme a lo 
dispuesto por el propio ordenamiento del foro y dependerá de que éste 
contenga una norma a este respecto. Las soluciones variaran en función de 
la aplicación al supuesto concreto de normas convencionales o normas de 
fuente europea que instauren cláusulas específicas de remisión a los 
ordenamientos plurilegislativos, como sucede en el caso del Reglamento 
europeo de sucesiones.  

Además, como ya sabemos, las normas de remisión a un ordenamiento 
plurilegislativo pueden solucionar el problema de dos formas distintas, 
directa e indirecta. En el mecanismo denominado de remisión directa, o 
“remisión en sentido amplio”, la norma de conflicto servirá para designar 
directamente el ordenamiento particular aplicable al supuesto en cuestión 
y las conexiones que la formen identificarán una ley concreta dentro del 
territorio del Estado. Es una solución especialmente utilizada en los 
ordenamientos que equiparan los conflictos internacionales a los conflictos 
internos y tiene su origen en los sistemas de common law que asemejan las 
unidades territoriales particulares con los Estados17. Se trata de un sistema 

 
16 O. Casanovas y de la Rosa, “El Derecho Interregional e Interlocal”, en Llibre del II Congres 

Jurídic Catalá, de 2 de noviembre de 1971, Barcelona, 1972, pp. 215–133, p. 228; A. Borras 
Rodríguez, Les ordres…, op. cit., p. 58 

17Vid. P. Quinza Redondo y G. Christandl, “Ordenamientos plurilegislativos en el Reglamento 
(UE) de sucesiones con especial referencia al ordenamiento jurídico español”, Indret, nº 3, 2013; 
S. Sánchez Lorenzo, “Art. 12.3”, en Comentarios al Código Civil y a las Compilaciones Forales, t I, 
v–2, M. Albaladejo y S. Díaz Alabart, Edersa, Madrid, 1995, p. 946 

 El Convenio de Roma de 1980 sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales es un claro 
ejemplo de norma que instaura un precepto de remisión directa mediante su art. 19.1: “Cuando 
un Estado comprenda varias unidades territoriales y cada una de ellas tenga sus propias normas 
en materia de obligaciones contractuales, cada unidad territorial se considerará como un país 
para la determinación de la ley aplicable según el presente Convenio”. 
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que sólo resultará operativo cuando la norma de conflicto contenga 
conexiones de tipo territorial, que sean capaces de conectar directamente el 
supuesto con uno de los ordenamientos locales (el lugar de situación del 
bien, el lugar de comisión del hecho, la residencia habitual o el domicilio) y, 
sin embargo, carecerá de la funcionalidad deseada cuando la norma de 
conflicto incluya la nacionalidad como punto de conexión, entonces será 
más eficaz implantar un sistema de remisión indirecta.  

16. Por su parte, en el sistema de remisión indirecta la norma de conflicto 
del foro se limita a señalar el ordenamiento plurilegislativo aplicable, de tal 
forma que la legislación local o particular que dentro del mismo vaya a 
solucionar el supuesto deberá ser designada por sus las normas propias 
para solucionar los conflictos de leyes internos de ese ordenamiento.  

17. El problema se suscita cuando el ordenamiento del Estado 
plurilegislativo señalado no tiene normas específicas para la resolución de 
los conflictos internos a las que acudir o presentan problemas a la hora de 
identificar la ley aplicable, en cuyo caso resulta especialmente importante 
que las normas indirectas de remisión a un ordenamiento plurilegislativo se 
completen con una conexión subsidiaria o de cierre que bien puede ser la 
residencia habitual, el domicilio o la aplicación de la ley que presente los 
vínculos más estrechos con el supuesto. Por tanto, cuando en el Estado 
plurilegislativo concurran normas que identifiquen la ley aplicable se 
aplicarán dichas normas y, cuando no sea posible identificar el 
ordenamiento aplicable en función de tales normas, se emplearán las 
conexiones subsidiarias establecidas a tal fin18. 

18. El Derecho autónomo español instaura un sistema de remisión 
indirecta en virtud del art. 12.5º Cc. Por lo que si una norma de conflicto se 
refiere a la ley aplicable de un ordenamiento extranjero de carácter 
plurilegislativo la elección de la ley aplicable de entre las concurrentes se 
efectuará conforme al sistema de resolución de conflictos de leyes de dicho 
Estado. Se trata de una solución que se considera eficaz para los casos en los 
que la remisión se haya producido en atención a la nacionalidad como punto 
de conexión, en la medida en que, al trasladarnos al ordenamiento 
extranjero del que es nacional el sujeto, el punto de conexión que identifique 
la ley aplicable a nivel interno se determinará conforme a criterios 
parecidos del propio ordenamiento extranjero. Pero, ha sido criticada 
cuando la remisión se produzca en virtud de otros puntos de conexión 
distintos a la nacionalidad, dado que, como decía J. González Campos, puede 

 
18 Mª P. Sáenz de Santa María, “El art. 12.5º del Código Civil y el problema de la remisión a un 

sistema plurilegislativo”, RGLJ, 1978, pp. 59–75. 
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terminar aplicándose una ley que desvirtué la orientación material 
inherente a todo punto de conexión19.  

19. Otro de los inconvenientes del sistema de remisión indirecto español 
surge en los supuestos en los que el ordenamiento extranjero 
plurilegislativo no tenga un sistema específico de resolución de conflictos de 
leyes internos, o teniéndolo sea insuficiente para determinar la ley material 
aplicable. Para estos casos el ordenamiento español debería haber optado 
por completar mencionado precepto con un punto de conexión subsidiario 
que permitiera identificar la legislación aplicable. A falta de conexión 
subsidiaria la solución más recurrida por la doctrina es la de considerar 
como tal a la residencia habitual extendiendo el art. 9.10º Cc a estos casos 
que, al final, supone llegar al mismo resultado que al aceptar la remisión 
directa y la localización de la legislación aplicable en virtud del punto de 
conexión establecido en el ordenamiento extranjero. Tal y como subrayaba 
S. Sánchez Lorenzo: si la remisión a un sistema plurilegislativo (carente de 
normas específicas de resolución de conflictos internos) opera mediante 
una conexión distinta a la nacionalidad la solución más sencilla, y a la par la 
que respetaría la orientación material de la norma de conflicto, sería la de 
sustituir el sistema de remisión indirecta por un sistema de remisión directa 
que permitiera identificar inmediatamente la ley particular del 
ordenamiento extranjero20 . 

20. En segundo lugar, nos encontramos con la posibilidad de que se 
produzca una remisión a un sistema plurilegislativo ad intra cuando la 
norma de conflicto del foro remita a un ordenamiento extranjero y, admitido 
el reenvío, sus normas de conflicto designen al ordenamiento del foro, que 
es un ordenamiento plurilegislativo. El ordenamiento aplicable es un 
ordenamiento plurilegislativo y resulta señalado como consecuencia del 
reenvío y, por tanto, se produce una situación que únicamente puede 
aparecer en ordenamientos plurilegislativos, no unitarios, que admitan el 
reenvío de primer grado21.  

21. Es un supuesto característico del ordenamiento español en cuanto 
prevé el reenvío de primer grado en el art. 12.2º Cc y es un sistema 
plurilegislativo. En el ordenamiento español la solución a estos supuestos 
será la misma que en los casos de remisión ad extra y en virtud de lo 
dispuesto en el art. 12.5º Cc habrá que acudir a las normas de conflicto del 
ordenamiento español para determinar la ley aplicable de entre los 
ordenamientos concurrentes. En lo que respecta a las normas 

 
19 J.D. González Campos, Derecho Internacional Privado. Parte III, Universidad Autónoma de 

Madrid, 1984, p. 78.  
20 S. Sánchez Lorenzo, “Art. 12.3”, loc.cit., p. 957. 
21 A. Borras Rodríguez, Les ordres…, op. cit., p., 58. 
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convencionales rara vez aparece este problema dado que, normalmente, 
excluyen la posibilidad de reenvío.  

22. Esta situación se da con frecuencia en el Derecho sucesorio y, 
frecuentemente, en circunstancias ligadas a las sucesiones de ingleses y 
nórdicos que fallecen en España, donde tienen su residencia habitual y 
donde se abre la sucesión. En función del ordenamiento español se establece 
la ley personal de acuerdo a la ley nacional y al operar el reenvío con 
ordenamientos donde, sin embargo, prima la conexión domicilio termina 
señalándose al ordenamiento español como aplicable. Se suscita en primer 
lugar el reenvío y en segundo lugar la remisión ad intra al ordenamiento 
español. Más adelante, tendremos ocasión de comprobar esta coyuntura 
mediante el análisis de la SAP Málaga, Sección 4ª, de 3 de mayo de 202322.  

23. El problema es que, en la segunda de las operaciones a realizar en aras 
a determinar el ordenamiento material finalmente aplicable, se debe acudir 
las normas de resolución de conflictos del ordenamiento español y éstas 
establecen como criterio para seleccionar la ley interna la vecindad civil, que 
resulta una conexión inservible en el caso de sujetos extranjeros. La 
introducción de una conexión subsidiaria que completara el contenido del 
art. 12.5º Cc resurge de nuevo como la solución más acertada y, además, 
también sería operativa en los supuestos en los que las normas de remisión 
designen a un ordenamiento plurilegilativo que carece de un sistema 
específico de Derecho Interregional. De hecho, el legislador español que no 
tiene mecanismos privativos para solucionar los conflictos de leyes internos 
debería incluir una conexión de este tipo. 

 
B) El Reglamento europeo de sucesiones y la remisión a un ordenamiento 
plurilegislativo: el caso español 
 
24. El Reglamento europeo de sucesiones ocupa los arts. 36 y 37 a 

establecer cómo se aplica su contenido cuando la ley señalada por la norma 
europea es la de un Estado con más de un ordenamiento jurídico, ya sea de 
carácter personal o territorial23. Como hemos dicho anteriormente, en este 
trabajo nos vamos a centrar únicamente en los territoriales, en tanto el 
ordenamiento español posee una pluralidad legislativa de este tipo. El art. 
36 del Reglamento europeo de sucesiones modula un sistema de remisión a 

 
22 Vid. J. Maseda Rodriguéz, Domicile anglosajon como criterio de vinculación, Ciencias Jurídicas 

y Derecho, Andavira, Santiago de Compostela, 2020, pp. 17–33; A. Ybarra Bores, “Sentencia de la 
Audiencia Provincial de Málaga (sección 4), de 3 de mayo de 2023: a vueltas con la professio iuris 
anticipada”, REEI, 2023, 46, pp. 629–633. 

23 A. Bonomi, y P. Wautelet, El Derecho europeo de sucesiones. Comentarios al Reglamento (UE) 
650/2012, Thomson Aranzadi, 2015, pp. 475–486. 
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ordenamientos plurilegislativos que atiende a aquellos supuestos en los que 
la ley señalada por el Reglamento es la de un sistema no unificado, en el que 
coexisten dos o más sistemas sucesorios, que se aplican en unidades 
territoriales diferentes dentro de las fronteras estatales, como es el caso del 
ordenamiento español.  

25. El Reglamento europeo de sucesiones en su art. 36.1 opta, en primer 
lugar, por un sistema de articulación basado en la remisión de carácter 
indirecto24, del mismo modo que el Reglamento Roma III y el Convenio de 
la Haya de 23 de noviembre de 2007, sobre ley aplicable a las obligaciones 
alimenticias25. A tenor del art. 36.1º, cuando el Reglamento de sucesiones 
designe como aplicable la ley de un Estado en el que convivan distintas 
normas jurídicas en materia de sucesiones, para identificar la ley finalmente 
aplicable de las coexistentes en ese Estado, deberemos acudir a las normas 
relativas a la resolución de conflictos de leyes internos propias26.  

26. Se trata de una opción, aparentemente respetuosa con el sistema 
interno de resolución de conflictos autónomo y en el caso español implica la 
remisión al sistema de Derecho Interregional que, conforme a los arts. 14 y 
16 Cc, es el mismo que el de Derecho Internacional Privado con alguna 
modificación. Sin embargo, en realidad, esta opción va a suponer una 
ruptura con el orden establecido por el propio Reglamento para resolver los 
conflictos internacionales que nos obliga a cambiar de posición y a situarnos 
en la del legislador estatal que ha elaborado tal sistema de resolución de 
conflictos de leyes internos, a pesar del carácter internacional de la 
situación. En cambio, la remisión directa hubiera puesto en un plano de 
igualdad a los Derechos civiles españoles con el resto de los ordenamientos 
europeos sin romper la lógica internacional con la que se requiere 
determinar la ley aplicable en los supuestos de sucesiones internacionales 
en virtud de la norma europea27. 

27. Teniendo en cuenta las características del sistema español de Derecho 
Interregional, cuando la operación recae en un tribunal español, lo dicho con 
anterioridad pone de manifiesto la falta de coherencia del legislador estatal 
español que mantiene un sistema completamente desfasado. Sobre todo, 

 
24 A diferencia de la Propuesta que optaba por una remisión directa, art. 28. 
25 Arts. 15 y 16 respectivamente. 
26 Art. 36 “Estados con más de un sistema jurídico–conflictos territoriales de leyes. 1. En el 

caso de que la ley designada por el presente Reglamento fuera la de un Estado que comprenda 
varias unidades territoriales con sus propias normas jurídicas en materia de sucesiones, las 
normas internas sobre conflicto de leyes de dicho Estado determinarán la unidad territorial 
correspondiente cuyas normas jurídicas regularán la sucesión”. 

27 Vid. A. Font i Segura, “La remisión intracomunitaria a sistemas plurilegislativos en el 
Reglamento 650/2012 en materia de sucesiones”, El nuevo marco de las sucesiones 
internacionales en la UE, Congreso del Notariado, Madrid, 2014, pp. 74–121. 
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porque el tribunal español atiende a su propio sistema de resolución de 
conflictos de leyes para resolver un supuesto internacional y ese sistema 
debería tener en cuenta la especial idiosincrasia plurilegislativa de su propio 
ordenamiento. A pesar de ello, no ha sido así y el Reglamento europeo nos 
remite a un sistema de Derecho Interregional incompleto que no se ha 
modificado desde la promulgación del Título preliminar del Código civil de 
1974 y que, por tanto, no prevé estas situaciones; lo que nos va a obligar a 
acudir a las propias remisiones subsidiarias del Reglamento europeo de 
sucesiones para solventar sus lagunas. Esta falta de compromiso del 
legislador estatal, en cierto modo, podría interpretarse como una 
negligencia que desemboca en la cesión de la responsabilidad o, 
indirectamente, de la competencia en la materia a las Instituciones 
europeas.  

28. De hecho, aunque el art. 16 Cc realiza una remisión a la aplicación 
analógica de las normas para resolver los conflictos de leyes internos a 
través de las normas de resolución de conflictos de leyes internacionales, 
aparentemente más acorde con la remisión directa28, en el proceso de 
elaboración del Reglamento fue, precisamente, la Delegación española la 
que interpuso objeciones al art. 28 de la Propuesta de Reglamento que 
contenía un sistema de remisión directa que hubiera acabado con esa 
incongruencia. Con la intención de que no se alterara la sucesión de los 
causantes de nacionalidad española, se apostó por aplicar la misma ley tanto 
si el supuesto era internacional o puramente interno, defendiendo la 
remisión indirecta y la consecuente aplicación del sistema de Derecho 
Interregional español también para los supuestos de carácter 
internacional29.  

29. Asimismo, debemos tener en cuenta que cuando la competencia para 
designar la ley aplicable resida en el tribunal de otro Estado miembro 
distinto al plurilegislativo, es decir, cuando el Reglamento europeo de 
sucesiones señale como ley aplicable a la sucesión a la ley española, el 
tribunal europeo deberá acudir al sistema de resolución de conflictos 
internos y aplicarlo como si de un tribunal español se tratara.  

Como consecuencia, de la combinación entre el art. 36.1 del Reglamento 
europeo de sucesiones y el Derecho Interregional español se derivan dos 
situaciones distintas que fragmentan la solución inicialmente unitaria30 y 

 
28 En el mismo sentido A. Font i Segura, “(…) una interpretación dinámica del precepto (del 

art. 16 Cc) permitiría afirmar que este precepto supone también una remisión a las normas 
convencionales o de la UE”, en “La remisión intracomunitaria…”, loc. cit., p. 100. 

29 Nota de la Delegación española e inglesa, 5811/10, ADD 1, al grupo de Derecho Civil 
(sucesiones). 

30 A. Font i Segura, “La remisión…”, loc.cit., p. 110. 
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que depende, en primer lugar, de la nacionalidad española del causante y , 
en segundo lugar, de su residencia habitual. En el caso de que a través del 
Reglamento se designe la ley española para regular la sucesión, con 
independencia del foro, y el causante ostente nacionalidad española, el art. 
36 del Reglamento nos remitirá al Derecho Interregional español para 
determinar la ley finalmente aplicable. En estos supuestos, de acuerdo con 
los arts., 14, 15 y 9.8º Cc, utilizaremos la vecindad civil como criterio de 
sujeción a los Derechos civiles coexistentes en el ordenamiento español que 
señalara la ley sucesoria finalmente aplicable. Sin embargo, ello no será 
posible cuando el causante no ostente la nacionalidad española, en tanto los 
extranjeros carecen de vecindad civil.  

Esto supone que en aplicación de la remisión indirecta a la que se refiere 
el art. 36.1 del Reglamento europeo de sucesiones, la unidad de soluciones 
se garantiza únicamente para los nacionales españoles residentes en España 
a los que se les va a aplicar la ley de su vecindad civil con independencia de 
que nos situemos ante un supuesto internacional o interregional. Sin 
embargo, los españoles con residencia habitual en el extranjero en el 
momento de fallecer, que no hayan hecho professio iuris a favor de su 
nacionalidad, verán sometida su sucesión a la ley de su residencia habitual 
con independencia de su vecindad civil31.  

30. En segundo lugar, el art. 36 del Reglamento europeo de sucesiones, 
en su segundo ap., prevé soluciones subsidiarias aplicables en ausencia de 
reglas internas para resolver los conflictos de leyes internos. La existencia 
de un sistema de Derecho Interregional incompleto se traduce en una 
remisión insuficiente que nos exigirá a acudir a la aplicación de las normas 
subsidiarias en determinados casos que exceden de sus previsiones. Ello 
va a producirse en el supuesto de que el causante posea nacionalidad 
extranjera y residencia habitual en España, algo muy frecuente en nuestro 
país. Como sabemos, los extranjeros no tienen vecindad civil, de modo que, 
la conexión elegida por el sistema español de Derecho Interregional a la 
que nos conduce la conjunción de los arts. 36.1º Reglamento de sucesiones 
y 16, 14 y 9.8º Cc no resultará operativa para determinar la aplicación de 
las leyes civiles coexistentes en el interior de nuestro Estado. El art. 36.2º 
del Reglamento europeo de sucesiones presenta una serie de conexiones 
subsidiarias que entran en juego cuando el Estado plurilegislativo 
señalado carezca de tales normas. En su primer ap., el art. 36.2º. a) 
incorpora una remisión directa, mediante la que establece que la ley 
aplicable, de entre las coexistentes, se determinará conforme a la 

 
31 A. Calatayud Sierra, “El Reglamento sobre sucesiones y el derecho interregional español: 

dos sistemas de solución de conflictos sus diferencias y su encaje”, Revista de Derecho aragonés, 
nº 19, 2013, pp. 125–145, p. 137. 
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residencia habitual teniendo en cuenta la ley en vigor en cada unidad 
territorial a la que nos remite.  

31. Al proyectar esta posibilidad sobre el ordenamiento español, cuando 
el causante sea un extranjero y tenga su residencia habitual en España, 
acudiremos al art. 36 del Reglamento europeo de sucesiones que nos envía, 
en su primer ap., a las normas internas y, en su segundo ap., “a falta de tales 
normas” a la ley de la unidad territorial de su residencia habitual. En la 
interpretación de la expresión que nos dirige a la aplicación del segundo ap. 
está la clave para saber cómo actuar en los supuestos en los que sea 
designada como aplicable la ley española. Y tenemos dos posibilidades: 
seguir resolviendo conforme al sistema de Derecho Interregional 
atendiendo al 36.1º. del Reglamento o, teniendo en cuenta que no posee 
ninguna solución para estos casos, acudir a la residencia habitual, en función 
del art. 36.2º del Reglamento. Precisamente estas dos opciones han sido 
puestas sobre la mesa de manera indistinta en las decisiones de los 
operadores jurídicos españoles de los últimos años, tal y como veremos en 
el siguiente epígrafe, demostrando que tienen enormes dudas sobre cómo 
actuar en estos casos. 

32. Ante esta tesitura las lagunas del sistema español de Derecho 
Interregional pueden ser suplidas de las dos formas y presentaran un 
resultado muy parecido ya sea atendiendo a la residencia habitual de 
causante en virtud del art. 36.2º del Reglamento de sucesiones32, o bien por 
la aplicación analógica del art. 9.10º Cc33. Aparentemente el resultado es el 
mismo, sin embargo, el sistema subsidiario planteado por el Reglamento es, 
sin duda, más completo. El art. 36.2º del Reglamento europeo de sucesiones 
equipara la ley de un Estado a la ley de la unidad correspondiente, pero en 
aplicación de su art. 21, que puede referirse a la ley de la residencia habitual 
o a aquella que tenga los vínculos más estrechos con la sucesión. Así, con el 
objetivo de señalar la ley más estrechamente vinculada se puede aplicar la 
cláusula de escape prevista en el art. 36.2º, en conjunción con el 21.2º, 
permitiendo discernir entre las leyes españolas la que presenta los vínculos 
más estrechos, aunque no sea la de la residencia salvaguardando la vecindad 
civil. Ahora bien, el sistema de Derecho Interregional y la aplicación de la 
conexión residencia habitual, al hilo del art. 9.10º Cc, no permite esta 
posibilidad porque no prevé la cláusula de escape. 

 
32 Como establecen P. Quinza Redondo, y G. Christandl, “Ordenamientos..:”, loc. cit., pp. 18–19. 
33 En este sentido, E. Zabalo Escudero, “La remisión a sistemas plurilegislativos en materia 

sucesoria. Perspectivas europeas”, en Perspectivas del derecho sucesorio en Europa (Viñas Farre, 
R. y Garriga Suau G (eds.). Marcial Pons, 2009, p. 14 y A. Font i Segura, Actualización…, op. cit., pp. 
191–198. 
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33. Como podemos observar las diferencias a la hora de determinar la ley 
aplicable de entre las españolas son insoslayables y dependerán de la 
residencia habitual del causante y de que su nacionalidad sea española o 
extranjera, lo que finalmente puede llegar a interpretarse como una 
discriminación por nacionalidad que vuelve a reflejar la proyección de las 
carencias del sistema de Derecho Interregional sobre el Reglamento de 
sucesiones34.  

 

III. LA APLICACIÓN DE LAS NORMAS DE REMISIÓN DEL REGLAMENTO DE SUCESIONES  
POR LOS OPERADORES ESPAÑOLES 

 
1. La aplicación del Derecho Civil balear a los extranjeros con residencia en las 
Islas Baleares 

 
34. Las cuestiones que, como hemos visto en el epígrafe anterior, giran en 

torno a las normas de remisión a los ordenamientos plurilegislativos en el 
Reglamento europeo de sucesiones, han trascendido de la teoría para 
convertirse en un problema real vinculado a la práctica registral y judicial 
española. La Resolución de la Dirección General de los Registros y del 
Notariado 24 de mayo de 201935 (actualmente DGSJYFP) y la Resolución de 
la DGSJYFP de 10 de agosto de 202036, nos permiten adentrarnos a modo de 
ejemplo de una manera mucho más concreta en dicha relación entre el 
Reglamento europeo de sucesiones y el Derecho Interregional español, en 
función de los problemas hermenéuticos que origina en su aplicación a 
supuestos concretos de la práctica española. 

35. Brevemente traemos a colación los hechos acontecidos en la primera 
de ellas para situarnos en el supuesto concreto: nos encontramos con una 
nacional francesa y residente habitual en Mallorca que realiza en escritura 
pública ante Notario de Palma de Mallorca una donación de bienes con pacto 
de definición de acuerdo al art. 50 de la Compilación de Derecho Civil de las 
Islas Baleares (la Compilación)37. La escritura se presenta para su 

 
34 Ampliamente A. Font i Segura, “La remisión…”, loc. cit., p. 116. 
35 BOE 24.6.2019. 
36 BOE 28.9.2020. 
37 Ley 7/2017, de 3 de agosto, por la que se modifica la Compilación de Derecho Civil de las 

Illes Balears, BOE 15.9.2017; JJ. Álvarez Rubio, “La Proyección de los Reglamentos europeos sobre 
la pluralidad normativa española: la Resolución de la DGRN de 24 de mayo de 2019 y la 
delimitación del ámbito subjetivo de aplicación del pacto de definición de la compilación balear”, 
REEI,  nº 38, 2019, pp., 9–14; A. Rodríguez Benot, “Una lectura…”, loc. cit., pp. 20–25; S. Álvarez 
González, “¿Puede un extranjero acogerse al pacto de definición mallorquín? El Reglamento 
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inscripción en el Registro de la Propiedad número 4 de Palma de Mallorca 
que la califica negativamente. En marzo de 2019, el Notario interpone 
recurso contra dicha denegación ante la DGRN.  

36. La Resolución de 24 de mayo de la DGRN deniega la inscripción de la 
escritura y confirma la calificación registral, fundamentándose en que la 
norma balear solo puede aplicarse a aquellos que ostenten vecindad civil 
balear. La Registradora de la Propiedad suspendió la inscripción por 
considerar que los extranjeros no podían ostentar vecindad civil alguna y 
que el pacto sucesorio de definición de la Compilación balear únicamente 
puede ser utilizada por los ciudadanos españoles que ostenten la vecindad 
civil balear–mallorquina, de modo que la otorgante de nacionalidad 
francesa, al no poder ostentar dicha vecindad, no puede realizar dicho 
pacto. La decisión de la DGSYFP fue recurrida ante el Juzgado de Primera 
Instancia nº 10 de Palma de Mallorca que, en Sentencia de 11 de mayo de 
2020, desestima la demanda aludiendo, igualmente, a la falta de la 
vecindad civil mallorquina de los otorgantes a los que aplica 
supletoriamente el Código Civil. El caso llega a la Audiencia Provincial de 
Palma de Mallorca que, el 30 de diciembre de 202038, estima íntegramente 
el recurso contra el pronunciamiento de instancia que revoca y deja sin 
efecto, declarando como aplicable el art. 50 de la Compilación a la 
donación y considerando inaplicable el requisito de la vecindad civil 
mallorquina aludido con anterioridad. La Abogacía del Estado interpone 
recurso de casación que es desestimado íntegramente por Sentencia del 
Tribunal de Justicia (TSJ) de las Islas Baleares, que confirma la Sentencia 
de la AP de Palma de Mallorca39.  

37. Los problemas jurídicos que se debaten en mencionadas resoluciones 
son varios, pero todos giran en torno a la aplicación de los Derechos civiles 
especiales que coexisten en el ordenamiento español a las sucesiones de los 
nacionales extranjeros residentes en España. En este caso concreto se trata 
de determinar la ley aplicable a la sucesión de una nacional francesa 
residente en Mallorca realizada a través de un pacto sucesorio.  

38. En primer lugar, el elemento de internacionalidad deja claro el 
carácter internacional de la sucesión y, por tanto, la aplicación del 
Reglamento europeo de sucesiones resulta incuestionable. Debemos partir 
de esta premisa, no estamos ante un supuesto de resolución de conflictos de 
leyes internos o de Derecho Interregional (como establece la DGRN) sino 
ante un supuesto de Derecho Internacional Privado. A su tenor, en función 

 
650/2012 y la RDGRN de 24 de mayo de 2019, La Ley: Unión Europea, nº 74, 31 de octubre de 
2019, pp. 53–74. 

38 ECLI:ES: APIB:2020:2608. 
39STJ Islas Baleares, de 14 de mayo de 2021, ECL:ES:TSJBAL2021:460. 
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de los arts. 25.1º y 21.1º del Reglamento europeo de sucesiones la ley 
aplicable es la española de acuerdo con la residencia de la otorgante. Hasta 
aquí todas las instancias coinciden, los problemas se inician en el momento 
de establecer cuál de los ordenamientos coexistentes dentro del territorio 
estatal al que señala su residencia se aplica finalmente.  

Nos remitimos entonces al art. 36.1º del Reglamento europeo de 
sucesiones que es el encargado de establecer el sistema de remisión a los 
conflictos de leyes internos cuando esto sucede. Como hemos visto el art. 
36.1º apela a las normas de resolución de conflictos de leyes internos del 
ordenamiento señalado para determinar el ordenamiento aplicable de los 
coexistentes en su territorio. En este caso, por tanto, al Derecho 
Interregional español. El problema deriva de la conexión vecindad civil en 
la que se basa el sistema, conforme al art. 16 Cc, en calidad de criterio de 
sujeción a los Derechos civiles, y conforme al que la aplicación del Derecho 
balear se aplicará únicamente a aquellos que ostenten vecindad civil balear. 
El problema, como apuntamos en el epígrafe anterior, se halla en que los 
extranjeros no poseen vecindad civil alguna y, por tanto, la opción de una 
remisión indirecta quiebra ante la laguna del sistema de resolución de 
conflictos de leyes español. Las dos posibilidades que planteábamos se van 
mostrando a lo largo de este supuesto por las diversas instancias, poniendo 
de manifiesto que todavía no es un tema zanjado.  

39. Para empezar, la Sentencia de Instancia, confirma la argumentación 
de la Registradora (validada también por la DGRN) y considera que la 
respuesta del sistema, en función del art. 16 Cc, está basado en la vecindad 
civil y, por tanto, un extranjero no puede acogerse al art. 50 de la 
Compilación balear porque no posee vecindad civil balear (ni ninguna). 
Realmente esta teoría supone una limitación a la aplicación del Reglamento 
que, aunque señale como aplicable a la ley balear, solo podrá aplicarse a los 
españoles que ostenten dicha vecindad y los nacionales de los demás 
Estados miembros no podrán acogerse a dicho pacto sucesorio. La Sentencia 
de Instancia, todavía va más lejos, y en defecto de vecindad civil apuesta por 
la aplicación del Código civil (que no permite los pactos sucesorios ni 
contempla ninguna figura similar al pacto de definición balear) como 
régimen supletorio40.  

 
40 Las resoluciones de la Registradora y de la DGRN, además, establecían que la vecindad civil 

no es únicamente un criterio de aplicación de la norma, sino que también la convierten en un 
requisito de validez de la forma inherente al propio pacto sucesorio que, en este caso, consideran, 
no sería formalmente valido. De esta forma, convierten a la vecindad civil en una cuestión de 
forma en calidad de requisito de validez material del acto. No creemos que sea sostenible como 
requisito material de aplicación de la Compilación. 
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40. En segundo lugar, la Audiencia Provincial apuesta por la aplicación del 
art. 36.2º del Reglamento europeo de sucesiones. Considera que no existen 
normas de resolución de conflictos de leyes internos aplicables al supuesto 
de extranjeros residentes en España y señala al ordenamiento aplicable 
conforme a la residencia habitual del causante, entendida como una 
referencia a ley aplicable de la unidad territorial en la que hubiera tenido su 
última residencia en el momento del fallecimiento. En consecuencia, será 
aplicable la Compilación balear dado que la protagonista vivía en Mallorca 
al otorgar el pacto sucesorio. Por tanto, siendo aplicable la legislación 
española, ante la imposibilidad de aplicar el art. 16.1º Cc en tanto un 
extranjero no posee vecindad civil, debemos acudir al art. 36.2º del 
Reglamento europeo de sucesiones que prevé como ley aplicable al de su 
residencia habitual que, en este caso, es la mallorquina. 

41. En realidad, el requisito de la vecindad civil mallorquina refleja la 
existencia dentro del sistema de resolución de conflictos internos de un 
tercer escalón referido a los conflictos interlocales que, en este caso, se 
refiere a plurilegislacion interinsular de un modo similar a lo que sucede en 
el Derecho Civil vasco41. El art. 50 de la Compilación balear nos recuerda la 
utilización, por parte de los legisladores autonómicos, de normas 
unilaterales de extensión como técnicas normativas dirigidas a delimitar su 
ámbito de aplicación a nivel interno dentro de su propio territorio42. La 
competencia de las Comunidades Autónomas en materia de Derecho Civil 
viene acompañada de la competencia para establecer el ámbito de vigencia 
de estas normas dentro del territorio autonómico para circunscribirlo a la 
totalidad o una parte del mismo43. Sin embargo, esta remisión a la vecindad 
civil mallorquina únicamente puede ser traída a colación en el supuesto de 
conflictos de leyes puramente internos e interlocales y no puede extenderse 
a los extranjeros que no ostentan nacionalidad española y, por tanto, 
carecen de vecindad civil. 

  

 
41 También art. 68 de la Ley 5/2015 de Derecho civil vasco. Sobre los conflictos interlocales, 

Vid. N. Magallón Elósegui, La proyección del sistema española de Derecho Interregional sobre el 
Derecho civil guipuzcoano, Thomson– Aranzadi, 2008. 

42 J.J. Álvarez Rubio, “La proyección…” loc. cit., p.12; L. Garau Juaneda, “El ámbito de vigencia y 
el ámbito de eficacia de los derechos civiles autonómicos: al hilo del caso particular del art. 50 de 
la Compilación del Derecho civil de la Islas Baleares”, Revista jurídica des Illes Balears, nº 19, pp. 
11–42; S. Álvarez González, ¿“Derecho Interregional en dos escalones?”, en Libro homenaje a 
Idelfonso Sánchez Mera, vol. 2, 2002, pp. 1787–1808. 

43 STC 156/1993, de 6 mayo. 
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2. El Reglamento europeo de sucesiones y la aplicación del Derecho gallego a 
los extranjeros residentes en Galicia 

 
42. A pesar de la STSJ Islas Baleares, de 14 de mayo de 202144 que pone 

fin al supuesto anterior, desestimando el recurso contra la Sentencia de la 
AP (Sección 3) de Palma de Mallorca, dejando claro que los extranjeros 
residentes en nuestro país pueden ver reguladas sus sucesiones conforme 
al Derecho Civil especial de su lugar de residencia habitual, aunque no 
posean vecindad civil alguna, poco tiempo después nos encontramos de 
nuevo con un supuesto muy parecido en el que se debate el mismo 
problema. La Res. DGSJFP, de 20 de enero de 202245, se ocupa de un caso 
prácticamente idéntico al anterior en el que se vuelven a debatir las mismas 
cuestiones que en el supuesto que le precede en torno a la relación entre el 
Reglamento europeo de sucesiones y el Derecho Interregional español.  

Los hechos son muy similares y se inician con la calificación negativa de 
la Registradora para practicar Inscripción en virtud de una escritura por la 
que un nacional francés y su cónyuge español, ambos con residencia 
habitual en Galicia, otorgan pacto sucesorio de mejora, en función de la Ley 
2/2006, de Dereito Civil de Galicia46. Como argumento principal alegaba la 
ausencia de vecindad civil gallega del disponente francés redundando en la 
teoría de que los extranjeros no pueden acceder a los Derechos civiles 
coexistentes por carecer de vecindad civil. 

43. La Resolución de la Dirección general que, confirma la calificación de 
la Registradora, insiste en cuestiones ya tratadas en la Resolución anterior 
sobre el pacto de definición mallorquín, aunque se detiene un poco más en 
la calificación de pacto sucesorio y en su cabida dentro del ámbito de 
aplicación material del Reglamento en tanto “un pacto con entrega de 
presente de los mismos (sic) difícilmente puede ser considerado un pacto 
sucesorio a los efectos de los arts. 3.2º. b) y 25 a 27 del Reglamento 
650/2012…” (FD31). Sin embargo, en este trabajo nos vamos a centrar en el 
análisis que realiza (a pesar de sus dudas) sobre la ley aplicable conforme al 

 
44 ECL:ES:TSJBAL:2021:460, Vid. P. Munar Bernat, “Los problemas que plantea el Reglamento 

(UE) nº 650/2012 en el tratamiento del pacto sucesorio de definición (art.50 y 51 CDCIB). A 
propósito de la STJ Illes Balears, de 14 de mayo de 2021”, Revista de Derecho Civil, vol. VIII, nº 4, 
2021, pp. 227–255. 

45 BOE 16.2.2022. 
46 DOG nº 124, xoves 29 xuño 2006. Ley 2/2006, de 14 de junio, de Derecho Civil de Galicia, 

BOE nº 191, 11/08/2006. 
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Reglamento europeo de sucesiones como si de un pacto sucesorio se 
tratara47. 

44. En sus conclusiones c y d, la DGSFP aborda el sistema de remisión a 
ordenamientos plurilegislativos del Reglamento europeo. La clave de la 
decisión se resume en los siguiente: 

 
“…La existencia de una norma estatal que no permite la aplicación de un Derecho 
foral a un extranjero por carecer de vecindad civil de la Comunidad Autónoma en 
cuestión no necesariamente debe equipararse al supuesto de hecho del art. 36.2, 
esto es, la ausencia de normas internas sobre conflictos de leyes”  

 
A partir de esa premisa inicial, en la Resolución se retoman dos 

cuestiones. Por un lado, la no aplicación de la ley gallega al pacto de mejora 
con entrega de bienes presentes en tanto uno de los otorgantes no tiene 
vecindad civil gallega, argumento que se conecta directamente con la 
cuestión de la remisión a ordenamientos plurilegislativos y la aplicación de 
los arts. 36.1º y 36.2º del Reglamento europeo de sucesiones. Y, por otro 
lado, la posibilidad de considerar a la vecindad civil del otorgante como un 
requisito de forma de la que se hace depender la validez del pacto.  

45. El punto de partida inicial, aunque la DGSYSP no se lo plantee, debe 
ser la delimitación del carácter internacional o interno de la controversia. 
No es una cuestión baladí, porque de ella depende el sistema de resolución 
de conflictos que vamos a utilizar, ya sea el Reglamento de sucesiones ya sea 
el Derecho Interregional español, y esa debería ser la perspectiva que 
predetermina el resto de la trayectoria argumentativa de la resolución. Solo 
desde el momento en que asimilemos la dualidad de sistemas y la 
disgregación de soluciones aplicable a la resolución de conflictos, según 
sean internacionales o internos, alcanzaremos la coherencia discursiva.  

46. A pesar de ello, esta premisa no se encuentra presente y se parte de la 
indudable aplicación del Reglamento europeo para designar la ley aplicable 
al pacto, de modo que la ley aplicable será la del Estado de residencia 
habitual de los disponentes –que es la española– en virtud de los arts. 25 y 
21 del Reglamento europeo de sucesiones. Siendo la ley señalada la de un 
ordenamiento plurilegislativo, tampoco cabe duda de que debemos acudir a 
las normas de funcionamiento del Reglamento para determinar cuál de las 
leyes coexistentes en el ordenamiento español es la aplicable. 

 
47 Un análisis más exhaustivo en S. Álvarez González ¿“Puede un extranjero acogerse al pacto 

de mejora gallego? El Reglamento 650/2012 y la Resolución DGSJFP de 20 de enero de 2022”, 
Revista de Derecho Civil, vol. IX, nº 1, 2022, pp. 1–34. 
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Esta tarea corresponde al art. 36 del Reglamento europeo de sucesiones 
que, en su ap. primero, traslada a los Estados que aplicarán su sistema de 
resolución de conflictos de leyes internos. Así, el Derecho Interregional se 
pone al servicio del Reglamento europeo en lo que han sido denominados 
“conflictos internacionales mixtos”48, pero no podemos olvidar que siguen 
siendo conflictos de carácter internacional49. Las normas de Derecho 
Interregional se convierten en normas de aplicación o de funcionamiento de 
las que se sirve el Reglamento europeo de sucesiones para señalar la ley 
aplicable a sucesiones internacionales. 

47. En este momento, unida a la internacionalidad de la situación, entra 
la aplicación del 36.1º del Reglamento europeo de sucesiones y su remisión 
a las normas internas sobre los conflictos de leyes del Estado cuya ley es 
aplicable. Sin embargo, en este caso la Resolución que comentamos, no se 
detiene en ello y salta directamente a justificar la aplicación del art. 36.2º del 
Reglamento europeo. El salto al segundo ap. de la norma institucional, como 
ya hemos visto, implica la ausencia de normas internas para resolver el 
supuesto. Siendo la norma aplicable el art. 9.8º dc y sustituyendo la 
nacionalidad por la vecindad civil, a tenor del art. 16 Cc, la falta de vecindad 
civil de los disponentes se convierte en la razón de ese paso. Ciertamente, 
esta decisión también viene respaldada por una interpretación amplia del 
art. 36.2º del Reglamento europeo de sucesiones que identifica la 
formulación “a falta de tales normas” de manera extensa, incluyendo en este 
ap. los casos para los que el sistema resulte insuficiente50. 

48. Llegados a este punto, el art. 36.2º del Reglamento europeo traslada 
el peso, de nuevo, a la conexión residencia habitual que señalará la ley 
aplicable como si de una unidad territorial se tratara. El legislador europeo, 
diligentemente, superando la ineficiencia del sistema de Derecho 
Interregional español, propone una alternativa que descarta de manera 
definitiva la aplicación de la vecindad civil como criterio valido para 
identificar la ley aplicable de entre los coexistentes en el ordenamiento 
español que nos lleva a la residencia habitual. Ahora bien, rebasado este 
bache inicial, se aplicará la ley de la residencia habitual y no podemos 
remitirnos de nuevo a la vecindad civil para denegar la aplicación de la ley 
establecida por el Reglamento (como hace la DGSYSP) puesto que, por un 
lado, desvirtúa por completo el funcionamiento de la norma europea y, por 

 
48 A. Fernández –Tresguerres García, Las sucesiones mortis causa en Europa. Aplicación del 

Reglamento (UE) nº 650/2012, Cizur Menor, Aranzadi, 2016 y “Los Reglamentos europeos y el 
Derecho Interregional”, REDI, 2022, 1, pp. 223–231. 

49 Rotundamente S. Álvarez González, “Puede un …”, loc. cit. , p. 15. 
50 Vid. A. Rodríguez Benot, “Una lectura europea de la aplicación del art. 50 de la compilación 

balear a los extranjeros propósito del caso CRUL y su deriva judicial (sentencia de la AP de Palma 
de Mallorca, sección tercera, de 30 de diciembre de 2020)”, REEI, nº 41, 2021, pp. 20–25. 
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otro, al permitir que se exija la vecindad civil otorga al legislador 
autonómico una potestad sobre las normas de conflicto que excede de sus 
competencias conforme al reparto constitucional. 

49. A pesar de todo ello, en esta cuestión se centra la Resolución de la 
Dirección General, que apuesta por una interpretación del art. 4 de la Ley de 
Derecho Civil gallega que, a su juicio, debería ser adaptada al instrumento 
europeo. Según la Resolución, una vez señalada la ley gallega acorde con la 
residencia habitual de la disponente (art. 36.2º Reglamento europeo de 
sucesiones) no puede aplicarse porque exige la vecindad civil como 
requisito material para realizar el pacto. Bajo esta idea, subyace, de nuevo, 
la consideración de requisito material de la vecindad civil, de modo que 
nunca será aplicada a los extranjeros residentes en España, aun cuando así 
lo establezca el Reglamento. Insistimos en la imposibilidad de tal 
interpretación, la norma gallega es una norma unilateral que no puede ser 
tomada para auto delimitar la aplicación material del Derecho gallego so 
pena de resultar inconstitucional. En este punto volvemos a recordar la 
afamada Sentencia del Tribunal Constitucional 93/2013, de 23 de abril de 
2013, declarando inconstitucional el art. 2.3. de la Ley Foral 6/2000 de 
parejas de hecho navarra51: 

50. Para terminar con el análisis de la Resolución de 20 de enero de 2022, 
y a modo introductorio del epígrafe posterior, acudiremos a una cuestión 
tratada por la Dirección General y que se encuentra unida a la competencia 
exclusiva del legislador estatal para resolver conflictos de leyes internos. En 
la presente decisión también se alude art. 38 del Reglamento europeo de 
sucesiones para indicar que la solución podría venir de la mano del 
legislador estatal y de su pronunciamiento a favor de aplicar el Reglamento 
europeo a la resolución de conflictos de leyes internos. Si así fuera, en 

 
51“(…) es patente que el art. 2.3 de la Ley foral 6/2000(…) al establecer su aplicación al 

supuesto en que uno de los miembros de la pareja estable tenga vecindad civil navarra, determina 
el ámbito personal de aplicación de una norma integrada en el ordenamiento navarro y dispone 
unilateralmente, por tanto, la eventual aplicación de la normativa de la Comunidad Foral al 
miembro de la pareja que no tenga la vecindad civil antes mencionada. Al definirse el ámbito de 
aplicación de la Ley Foral 6/2000 en función de la ley personal de uno de los miembros de la 
pareja estable, se contiene así una norma de solución de conflicto con otras leyes que expresa 
preferencia por el propio ordenamiento foral, cuando la competencia para dictar normas para 
resolver los conflictos de leyes se halla reservada al Estado con carácter exclusivo por el art. 
149.1.8 CE”. Recordamos que el art. 2.3. de la Ley navarra decía así: “Las disposiciones de la 
presente Ley foral se aplicarán a las parejas estables cuando al menos uno de sus miembros tenga 
vecindad civil navarra”, Entre otros, Vid. A. Font i Segura, “Inconstitucionalidad de la normativa 
autonómica que delimita el ámbito de aplicación personal del propio derecho”, AEDIPr, 2012, pp. 
1100–1105; J.L. Iriarte Ángel, “Parejas de hecho, Constitución y conflictos de leyes internos. 
Reflexiones acerca de la Sentencia del Tribunal Constitucional de 23 de abril de 2013”, JADO nº 
24, 2013, pp. 169–183. 
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opinión de la Dirección general, no habría dudas sobre la directa aplicación 
de la Ley gallega con independencia de la vecindad civil, pero a este punto 
nos referiremos en el último epígrafe de este trabajo52. 

 
3. El reenvío de retorno a la ley española y la remisión a los ordenamientos 
plurilegislativos en el Reglamento europeo de sucesión a través de un supuesto 
practico 

 
39. El reenvío es admitido en el Reglamento europeo de sucesiones bajo 

determinadas condiciones, de conformidad con el art. 34. Uno de los 
supuestos a los que se refiere ha sido objeto de la SAP Málaga, Sección 
cuarta, de 3 de mayo de 202353, aunque, en realidad, como veremos, ha 
quedado relegado a un segundo plano. El supuesto nos interesa 
especialmente porque si se hubiera admitido el reenvío, la ley española 
hubiera sido señalada por la norma de conflicto extranjera, y nos tocaría 
establecer cuál de las leyes coexistentes dentro del territorio español es la 
ley definitivamente aplicable. Ello, nos llevaría a tener que acudir, de nuevo, 
al sistema de remisión de ordenamientos plurilegislativos previsto en el 
Reglamento europeo de sucesiones y a proyectar de nuevo las soluciones de 
la norma europea. 

40. Vamos a simplificar un poco los hechos para poder centrarnos en lo 
que a nosotros nos interesa en este trabajo que es la remisión al 
ordenamiento español derivada de un hipotético reenvío de retorno. Nos 
encontramos ante un testador nacido en Argelia, pero de nacionalidad 
canadiense y residente en Torremolinos, Málaga, que otorga testamento en 
esa localidad, el 24 de enero de 2011 (antes de la entrada en vigor del 
Reglamento europeo de sucesiones), sin embargo, fallece en Dubai 

 
52 “Existe, en efecto, un delicado equilibrio entre las competencias de la Unión Europea y de 

los estados miembros que se refleja en los principios de subsidiariedad y de proporcionalidad, 
por cuya virtud el Reglamento se limita a lo estrictamente necesario para alcanzar sus objetivos 
(véase su considerando 80, ya citado); y no es uno de ellos, precisamente, entrar a dirimir 
cuestiones que atañen a la competencia exclusiva de los estados miembros (siendo este un 
elemento fundamental para una interpretación teleológica de este instrumento). Máxime habida 
cuenta que el Reino de España no se ha acogido a lo establecido en su art. 38, que ofrece a los 
estados miembros esta posibilidad. De esta manera sí se hubiera obviado la exigencia de vecindad 
civil gallega del donante para aplicarle directamente la Ley de Derecho Civil de Galicia. Pero 
nuestro legislador estatal no ha hecho declaración alguna al respecto, ni para la aplicación de este 
Reglamento, ni para ningún otro Reglamento de la Unión Europea en la materia por diversas 
razones: el respeto a la tradición histórica de nuestros derechos civiles (véase el considerando 6 
«in fine» del Reglamento), sus instituciones (así, el pacto sucesorio de mejora con entrega de 
bienes de presente de la Ley gallega), sus respectivos ámbitos de aplicación y el mecanismo de 
solución de sus conflictos territoriales (arts. 13 ss Cc)” (FD 22). 

53 ECLI:ES:APMA:2023:680 
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(Emiratos árabes) el 17 de agosto de 2017, es decir, con posterioridad a su 
entrada en vigor. Con ello se cumple lo estipulado en las disposiciones 
transitorias 83 y 84 del Reglamento europeo de sucesiones y se despejan las 
dudas acerca de su competencia para designar la ley aplicable a su sucesión. 
Además, es menester recordar, que el Reglamento europeo de sucesiones 
tiene vocación de universalidad y eficacia erga omnes, como establece su art. 
20, así que se aplica aun cuando la ley designada (en ese caso la canadiense) 
no sea la de un Estado miembro.  

41. Por otro lado, de la Sentencia de la Audiencia podemos extraer que el 
testador ha realizado professio iuris a la ley de su nacionalidad, en virtud de 
los arts. 20 y 22 del Reglamento europeo de sucesiones. En el texto de la 
Sentencia no queda muy clara dicha elección, a la que apenas se alude de 
soslayo, sin embargo, se da por sentado en cuanto parte de la controversia 
se refiere a la interpretación que se debe hacer de la preterición hecha en 
testamento permitida por la ley nacional canadiense y no permitida por la 
ley española. Así, el núcleo de la controversia se centra en determinar cuál 
es la ley aplicable si la ley canadiense, a razón de su nacionalidad, o la 
española, conforme a su última residencia habitual y lugar donde se 
encuentran los bienes de los que se ocupa la sucesión. 

42. La Sentencia de Instancia considera aplicable la ley española al 
testamento otorgado en aplicación del Reglamento europeo de sucesiones, 
estimando parcialmente la demanda y no acogiendo la acción principal de 
petición de declaración de nulidad y declarando la preterición intencional, 
reduciendo el legado al que se refiere el testamento en la parte que 
perjudique a la legitima de los demandantes. Contra dicha resolución las 
partes formulan recurso de apelación a la Audiencia, una de las partes 
fundamentándose en motivos de infracción procesal por falta de claridad de 
la resolución; y la otra por considerar errónea la aplicación del derecho 
sustantivo al permitir el reenvío a la ley española en función del art. 21 del 
Reglamento europeo de sucesiones, cuando se debería haber aplicado el 22, 
sosteniendo que la sucesión se rige por la ley nacional del causante que es la 
canadiense y que esta acepta la preterición. 

43. Lo primero que esclarece acertadamente la Audiencia es que, siendo 
una sucesión de carácter internacional y que, entra dentro del ámbito de la 
aplicación de la norma europea, se aplicará el Reglamento europeo de 
sucesiones y no el art. 9.8º Cc en el que se había basado el Juez de Instancia. 
En segundo lugar, se trata de valorar la nulidad del testamento y la validez 
de la professio iuris, realizada a tenor del art. 22 del Reglamento europeo de 
sucesiones, en la medida que ello le permitirá al causante elegir la ley de su 
nacionalidad y realizar la preterición, aunque lo haya hecho a través de un 
otorgamiento de fecha anterior a la entrada en vigor del Reglamento 
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europeo de sucesiones. El dato de la temporalidad en la aplicación del 
Reglamento europeo de sucesiones (frente a la aplicación del Código Civil 
que no permite la preterición) se despeja en función de la existencia de una 
designación tácita del mismo acorde con el art. 83.4º del Reglamento 
europeo de sucesiones. El art. 83.4º del Reglamento europeo de sucesiones 
preserva la validez de la elección efectuada incluso antes de su entrada en 
vigor, ya sea en función de una ley de un Estado miembro o de un tercer 
Estado54.  

44. Por otro lado, aunque la professio iuris sea válida, conforme al art. 22 
del Reglamento europeo de sucesiones, el Juez de Instancia parece 
plantearse la posibilidad de aplicar la ley española conforme al lugar de 
situación de los bienes inmuebles (Torremolinos) acudiendo al reenvío de 
retorno a la ley del foro y en defensa de la unidad de la sucesión, aduciendo, 
además que la ley española es con la que el causante mantiene los vínculos 
más estrechos al tiempo de su fallecimiento.  

45. Precisamente, el Tribunal Supremo español ha tenido ocasión de 
pronunciarse hace poco sobre la posibilidad de acudir al reenvío cuando 
concurra la professio iuris y el testador haya elegido su ley personal para 
ordenar la sucesión. En sus últimas sentencias sobre el tema, STS 8 de 
octubre de 2019 y STS 15 de enero de 201955, niega esa posibilidad, al 
estipular que, la tesis contraria al reenvío cuando el testador hubiera elegido 
su ley personal o hubiera hecho testamento valido acorde a su ley personal, 
no tiene cabida conforme al art. 9.8º Cc que no admite la professio iuris y al 
art. 12 Cc que no prevé la limitación en virtud de esa elección. No se entiende 
la razón por qué en la interpretación del art. 9.8º y 12 Cc se puede apelar a 
la aceptación del reenvío para garantizar la unidad de la sucesión pero que, 
sin embargo, no se tenga en cuenta esa corrección para garantizar la 
voluntad del causante56. De hecho, esto cambia con el Reglamento europeo 
de sucesiones que sí prevé estos condicionantes y además de permitir la 
elección de ley, aunque limitada, excluye la posibilidad de reenvío en el caso 
de que se haya producido válidamente (art. 34 del Reglamento). 

46. En este caso, la situación es algo diferente, pero presenta similitudes 
con los supuestos anteriores. La diferencia fundamental es que en este 
último supuesto se aplica el Reglamento europeo de sucesiones que permite 

 
54 No sucede lo mismo en la SAP Alicante de 25 de septiembre de 2023, cuyo supuesto queda 

fuera del ámbito de aplicación temporal del Reglamento de sucesiones. 
55 STS 15 de enero de 2019, Roj 56/2019, al respecto S. Álvarez González, “Ley aplicable a la 

sucesión por causa de muerte y reenvío. Dos nuevas entregas del Tribunal Supremo entre el 
Código Civil y el Reglamento 650/2012, de sucesiones”, La Ley: Unión Europea nº 69, de 30 de 
abril de 2019, pp. 1–24. 

56 Vid. S. Álvarez González, “Ley aplicable…”, loc. cit., pp.1–24. 
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la professio iuris y que ello supone que la ley aplicable a la totalidad de la 
sucesión sea la canadiense y, por tanto, su sucesión pueda ajustarse a la 
preterición realizada por el causante en virtud de la ley canadiense y no del 
art. 814º del Código civil, tal y como establece, de un modo correcto, la 
Audiencia Provincial de Málaga. 

Aun así, cabe preguntarnos si se podría admitir el reenvío a la ley 
española. En efecto, se podría aceptar el reenvió si el Derecho Internacional 
Privado canadiense en función de sus normas de conflicto aplicase la ley de 
la residencia habitual que es la española o fuera un sistema escisioncita que 
aplicará la lex rei sitae o lugar de situación de los bienes inmuebles para la 
sucesión mobiliaria (art. 21.1º del Código civil de Quebec), en tanto, también 
nos remitiría a la ley española que podría ser aplicada a la totalidad de la 
sucesión para garantizar su unidad. Todo ello sin tener en cuenta su 
condición de ordenamiento plurilegislativo.  

47. En ese caso y teniendo en cuenta que el art. 34 del Reglamento 
europeo de sucesiones acepta el reenvío cuando se aplique una ley de un 
tercer Estado (incluyendo Reino Unido y Dinamarca) y las normas vigentes 
en ese Estado, incluidas sus normas de Derecho Internacional Privado, 
prevean un reenvío a la ley de un Estado miembro57, aplicaríamos la ley 
española. La aceptación del reenvío en el Reglamento europeo de sucesiones 
se basa en la armonía de soluciones, en el centro de intereses del causante, 
en que normalmente la ley de su residencia coincidirá con el lugar donde se 
encuentran los bienes58.  

48. Sin embargo, como ya hemos dicho, en el Reglamento europeo de 
sucesiones el hecho de que el causante haya elegido la ley de su nacionalidad 
para regular la sucesión influye directamente en la posibilidad de admitir el 
reenvío. Así, los casos en los que el causante haya hecho professio iuris a 
favor de la ley de su nacionalidad quedan fuera de esta eventualidad, tal y 
como se extrae del art. 34.2.º del Reglamento de sucesiones59. De hecho, esta 
es una de las grandes diferencias que se puede destacar en atención a la 
jurisprudencia entre el sistema español contemplado en el art. 12.2º Cc y el 
Reglamento de sucesiones que excluye el reenvío cuando se haya hecho 
elección de ley. En definitiva, estamos de acuerdo con la Sentencia de la 
Audiencia Provincial de Málaga y la ley aplicable a la sucesión será la ley 

 
57 I. Calvo Vidal, “El reenvío en el Reglamento 650/2012, sobre sucesiones”, Bitacora. 

Millenium, nº 1, 2015. 
58 A. Bonomi, y P. Wautelet, El Derecho europeo… op. cit., pp. 436–449; J. L. Iglesias 

Buhigues“Art. 34”, en Sucesiones internacionales. Comentarios al Reglamento 650/2012, Buhigues, 
Palao, (dirs.), Valencia, Tirant lo Blanch, 2015. 

59 También incluyen esta posibilidad el art. 13.2º. a de la Ley italiana de Derecho Internacional 
Privado y el art. 19.2º del Código Civil portugués. 
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canadiense que permite la preterición de un heredero, y de conformidad con 
el Reglamento europeo de sucesiones será válido el acto en el que el 
causante realiza esa elección.  

49. Cabe terminar, haciendo una prospección de lo que hubiera sucedido 
si, admitido el reenvío, se hubiera señalado la ley española como ley 
aplicable a la sucesión. En estos casos vuelven a plantearse las deficiencias 
del sistema de Derecho Interregional, basado en la vecindad civil como 
criterio de sujeción para señalar el ordenamiento aplicable de entre los 
coexistentes. Los casos de reenvío de retorno envuelven a nacionales 
extranjeros que carecen de vecindad civil, de modo que aplicando las 
normas de remisión del Reglamento europeo de sucesiones vuelve a surgir 
la cuestión de la falta de adecuación del art. 36.1º del Reglamento europeo 
de sucesiones que prevé la remisión indirecta y del art. 36.2º que “a falta de 
normas” establece una remisión directa con carácter subsidiario. Creemos 
que en los supuestos en los que están involucrados nacionales extranjeros 
residentes en nuestro país, la opción más correcta es utilizar el art. 36.2º del 
Reglamento europeo de sucesiones que nos remite directamente a la ley de 
la unidad territorial correspondiente. 

 

IV. EL ART. 38 DEL REGLAMENTO EUROPEO DE SUCESIONES:  
¿UNA CLÁUSULA DE EXCLUSIÓN NECESARIA? 

 
1. La ¿utópica? identidad de soluciones del ordenamiento español 

 
50. La reglamentación del Derecho privado europeo se ha ido 

desarrollando hasta abarcar materias que componen el núcleo de la 
pluralidad legislativa existente a nivel interno en el ordenamiento español. 
Dicha extensión nos ha obligado a plantearnos su alcance y potencial 
aplicación para solucionar conflictos de leyes internos, tanto cuando se trate 
de situaciones conectadas con el ordenamiento europeo, como cuando se 
trate de conflictos únicamente estatales. La cuestión se halla directamente 
relacionada con la solución adoptada en el sistema español para hacer frente 
a los conflictos de leyes internos, basada en la aplicación “analógica” de las 
normas de conflicto establecidas para los conflictos internacionales. En 
tanto no se elabore una ley específica que se ocupe de establecer un sistema 
especial para solucionar los conflictos de leyes internos se van a seguir 
originando problemas interpretativos en torno a esta cuestión. 

En el ordenamiento español las dudas acerca de la potencial aplicabilidad 
del Reglamento europeo de sucesiones para resolver los conflictos de leyes 
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internos son consecuencia directa de su especial configuración. En 
principio, como ya hemos visto, su extensión dependerá de la interpretación 
que hagamos de la remisión a la aplicación a analógica de las normas de 
conflicto internacionales instaurada en el art. 16 Cc que alude a “las normas 
contenidas en el capítulo IV” para resolver los conflictos de leyes “derivados 
de la coexistencia de legislaciones a nivel interno”60. En la medida que el 
contenido del art. 16 Cc se entienda prolongable a las normas de conflicto 
de fuente internacional o europea se podrá concebir la aplicación de dichas 
normas para resolver los conflictos de leyes internos.  

51. Una interpretación “estática” del art. 16 Cc restringiría la referencia 
realizada en el Capítulo IV exclusivamente a las normas sobre conflictos 
internacionales de fuente interna y no consideraría viable su aplicación a 
normas de conflicto integradas en leyes convencionales o Reglamentos 
europeos, para lo que debería ser reformado el art. 16 Cc61. 

Pero cabe una interpretación más extensa y flexible, denominada 
“dinámica”, del contenido del art. 16 Cc basada en el objetivo que orientó la 
reforma del precepto. Conforme a la Ley 3/1973, de 17 de marzo, de Bases 
para la modificación del Tít. Prel. Cc se puede deducir que la intención del 
legislador fue aplicar, con carácter general, las soluciones establecidas en el 
ámbito internacional a los conflictos de leyes internos62 y apostar por una 
identidad de soluciones, a salvo de las excepciones y particularidades 
derivadas de la especial naturaleza de estos últimos. Esta prolongación, se 
llegó a decir, permitiría evitar “resultados no queridos por el legislador, 
cuando no absurdos, inútiles o contrarios a la naturaleza de las 
instituciones”63, pero, en realidad, nunca llego a ser del todo real y eran 
muchos los supuestos en los que la unidad de soluciones era utópica64. 

 
60 O. Casanovas y la Rosa, “El Derecho Interregional …”, loc. cit p. 484; J. Delgado Echeverria, 

“Art. 16.2.” Comentarios al Código Civil y Compilaciones forales. t. I, vol. 2. Ederesa, 2º ed. M. 
Albaladejo, S. Díaz Alabart, (dirs.). Madrid, 1995, pp. 1282–1302, p. 168; R. Bercovitz Rodríguez 
Cano, “Art. 16.1º Cc”, Comentarios al Código Civil y a las Compilaciones forales.,t. I, M. Albaladejo (dir.). 
Edersa. Madrid, 1978, pp. 518–519; S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación…”, loc. cit., pp. 138–144. 

61 Cf. O. Casanovas y Rosa, “El Derecho Interregional…” loc. cit., p. 484. para entenderlo 
extensible a los convenios debería ampliarse el contenido de la remisión del articulo 16.1º Cc a 
“las normas aplicables a los conflictos internacionales”. 

62 Tal y como se deriva de la base 7º .3 de la Ley 3/1973, de 17 de marzo para la modificación 
del Título Preliminar. “Respetando el sistema vigente en materia de normas de conflicto, se 
aplicarán criterios análogos a los establecidos para el ámbito internacional, con las salvedades 
que su especial naturaleza impone y sin perjuicio de las especificaciones que algunas 
instituciones requieran”; en el mismo sentido, S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación …” loc. cit., 139; 
J. Delgado Echeverria, “Art. 16.2º…”, loc. cit. p. 168. 

63 Cf. R. Bercovitz Rodríguez Cano. “16.1º…”, loc. cit., p. 518. 
64 La unidad de soluciones quebraba desde el inicio en varios supuestos, por ejemplo en las 

formalidades de constitución de la tutela y demás instituciones de protección en que intervengan 
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52. Ahora bien, las normas de DIPr. de nuestro ordenamiento hace tiempo 
que no se reducen a las contenidas al Capítulo IV del Código Civil, sino que 
aparecen dispersas por otros textos emanados de fuentes de origen interno, 
internacional y, sobre todo, europeo. De hecho, las normas de DIPr. fueron 
objeto de una notable diversificación en atención a las distintas fuentes de 
producción jurídica y pasaron de ser predominantemente internas a ser 
predominantemente internacionales y, en la actualidad, aunque se 
conforman en torno a tres subestructuras normativas, son 
fundamentalmente europeas65. 

Tras la reforma del Título Preliminar del Código Civil y la promulgación 
de la Constitución se produjo una notable incorporación a nuestro 
ordenamiento de numerosos tratados o convenios internacionales, 
multilaterales y bilaterales de Derecho Internacional privado66. 

Asimismo, con la anexión española a la Unión Europea, en función de la 
primacía directa de las normas europeas, comenzaron a aplicarse 
determinados preceptos de los Tratados constitutivos sobre el Derecho 
interno de los Estados miembros, diversos Tratados multilaterales 
adoptados por los Estados miembros como condicionantes de adhesión así 
como las normas de Derecho derivado en materia de DIPr., que tras la 
reforma operada con el Tratado de Ámsterdam adoptan forma de 
Reglamentos de aplicación directa e inmediata 67. 

53. Pero el argumento que, en realidad, tiene más peso en la actualidad y 
que nos han llevado a defender la extensión del art. 16 Cc a todas las normas 
que constituyen el DIPr. español, con independencia de sus fuentes de 
producción, y, por tanto, a la aplicación de las normas europeas sobre los 
conflictos de leyes internos, está basado en la quiebra del sistema 
instaurado tras la reforma del Título Preliminar del Código Civil. Las grietas 

 
autoridades judiciales, la vecindad civil de los extranjeros y de las personas jurídicas, o la ley 
aplicable a los contratos, testamentos y de más actos jurídicos autorizados por funcionarios 
diplomáticos o consulares de España en el extranjero; al respecto, S. Álvarez González, 
“Aplicación de convenios y reglamentos en Derecho Interregional”, AEDIPr, t. XVIII, 2018, pp. 
121–161. 

65Vid. J.D.  González Campos, “Diversificación, spécialisation, flexibilisation et matérialisation 
des règles de droit internacional privé”, R.ecueil des Cours, t.–287. 

66 Vid. J.D.  González Campos,  en Derecho Internacional Privado, vol. I (. A. P. Abarca Junco, dir). 
Colex. Uned. 5º ed., Madrid, 2004, pp. 64–67. Se incorporaron 14 instrumentos elaborados por la 
Conferencia de la Haya de DIPr. así como varios Convenios adoptados por la Comisión 
Internacional de Estado Civil, el Consejo de Europa y la Organización de Estados Americanos; y 
más de 15 Tratados bilaterales en el ámbito de la cooperación judicial civil y el reconocimiento y 
ejecución de decisiones judiciales extranjeras en materia civil y mercantil. 

67 J.D. González Campos, Derecho…, op. cit., pp.66–67. Como el Convenio de Bruselas de 1968 
sobre competencia judicial y ejecución de resoluciones (Reglamento 44/2000) o el Convenio de 
Roma de 1980 sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales. 
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en el sistema se habían vaticinado hace tiempo y el pronóstico se ha visto 
cumplido con la aplicación práctica del Reglamento europeo de sucesiones. 
La falta de una regulación específica de Derecho interregional para cubrir 
los supuestos de extranjeros residentes en España ha hecho que las normas 
autónomas que se utilizaban para la resolución de conflictos internacionales 
y que han sido desplazadas por las normas institucionales ya no se apliquen 
a los conflictos internacionales sino, únicamente, a los conflictos de leyes 
internos, rompiendo la identidad de soluciones prevista del art. 16 Cc.  

54. Esta eventualidad, ampliamente, debatida con la promulgación del 
Convenio de Roma de 1980 sobre ley aplicable a las obligaciones 
contractuales68 (también con el Convenio de la Haya de 2 de octubre de 
1973 sobre ley aplicable a las obligaciones alimenticias), se convierte en 
realidad cuando optamos por excluir la resolución de conflictos internos del 
ámbito de aplicación de las normas con carácter universal o erga omnes. Hoy 
en día, podemos trasladarla, prácticamente de idéntica manera, a lo que está 
sucediendo con la aplicación de los Reglamentos europeos y en concreto con 
el Reglamento europeo de sucesiones69.  

55. Cuando nos encontramos con un instrumento de aplicación erga 
omnes, como es el caso del Reglamento europeo de sucesiones (art. 20), las 
normas para la resolución de conflictos de leyes internas son desplazadas y 
dejan de aplicarse a todo tipo de conflictos ya sean europeos o extra 
europeos por lo que, a falta de una regulación específica de Derecho 
Interregional, en principio, sólo permanecerán vigentes en el ámbito de los 
conflictos estrictamente internos cuando el legislador estatal se encargue de 
especificarlo explícitamente. El Reglamento europeo de sucesiones tiene 
una aplicación universal y el art. 9.8º Cc ha quedado derogado por el 
Reglamento y ya no determinara la ley aplicable a la sucesión por causa de 
muerte de quienes hayan fallecido a partir del 17 de agosto de 2015 en los 
supuestos internacionales.  

56. Al inicio de la “comunitarización” del Derecho Internacional Privado 
los profesores Alegría Borrás y Sixto Sánchez señalaban como, tanto la vía 
convencional y, por ende, “comunitaria”, se habían convertido en un 
mecanismo de actualización y mejora de las normas de DIPr. autónomo. 
Consecuentemente el mantenimiento de dicha regulación exclusivamente 

 
68 Convenio sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales hecho en Roma el 19 de junio 

de 1980. BOE 19.7.1993. Al respecto, S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación…” loc. cit., p. 139. 
69Vid. A. Borrás Rodríguez “Les ordres…” loc. cit., pp.303–305; E. Jayme “Non–unified legal 

systems and European conflicts law Spanish law applied abroad”. Cuartas Jornadas de Derecho 
Internacional Privado. Principios, objetivos y métodos, del Derecho Internacional Privado. Balance 
y perspectivas de una década”, Madrid, Vicálvaro, 1993., pp. 103–114 y especialmente el coloquio 
posterior de las pp. 115–148. 
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para la resolución de los conflictos de leyes internos se iba a quedar 
anticuada y en ocasiones, resultar, ineficaz70. Ello les llevaría a defender la 
interpretación a favor de la aplicación de las normas de fuente internacional 
o europea a la resolución de los conflictos de leyes internos y a considerarla 
especialmente acertada en el caso de los instrumentos de carácter erga 
omnes aplicables a la resolución de conflictos, como es el caso del 
Reglamento europeo de sucesiones. 

Como establecía Julio D. González Campos, para evitar la posibilidad de 
que, realizado el conveniente análisis de la norma en cuestión, su aplicación 
se descubra desatinada para la resolución de los conflictos de leyes internos 
o contraria a los principios que rigen los ordenamientos coexistentes71, lo 
conveniente es acudir a las “normas de exclusión” y transferir a los propios 
Estados la decisión sobre la aplicación de las normas emanadas de fuentes 
externas a los conflictos de leyes internos. Aquellas palabras vertidas en las 
“Cuartas Jornadas de Derecho Internacional Privado” en Vicálvaro, en 1993, 
recuperan plena actualidad y se traen a colación en la medida que son 
plenamente equiparables a la actual aplicación del Reglamento europeo de 
sucesiones y que, acorde con el art. 38 del Reglamento europeo de 
sucesiones trasladan el cometido de la decisión al pronunciamiento del 
legislador español.  

 
2. Función del art. 38 del Reglamento europeo de sucesiones 

 
57. El art. 38 del Reglamento europeo de sucesiones está dirigido a 

solventar una cuestión que, en el fondo, podemos calificar de redundante y 
que se refiere a la extensión del Reglamento europeo para resolver, también, 
los conflictos de leyes internos, aunque se planteen exclusivamente en el 
interior de un Estado. En realidad, de conformidad con el art. 81 TFU de la 
UE el legislador europeo no tiene competencia para dictar normas para 
resolver conflictos de leyes en los que no se presente ningún elemento de 
extranjería, así que se puede considerar una cláusula superflua y no 
sabemos hasta qué punto necesaria, en tanto, es incuestionable que la 
competencia para para resolver los conflictos de leyes a nivel interno recae 

 
70 Como señalaron A. Borras, y S. Sánchez, en el coloquio de las pp. 130–131 en las Cuartas 

Jornadas de Derecho Internacional Privado. Principios, objetivos y métodos, del Derecho 
Internacional Privado. Balance y perspectivas de una década. Madrid, Vicálvaro, 1993., pp. 103–
114; Id. S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación …”, loc. cit., p. 139. en contra J.D. González Campos, cf. 
p. 132. 

71Como se encarga J.D. González Campos de destacar que puede suceder en el coloquio de las 
pp. 130–131 en las Cuartas Jornadas de Derecho Internacional Privado. Principios, objetivos y 
métodos, del Derecho Internacional Privado. Balance y perspectivas de una década. Madrid, 
Vicálvaro, 1993., pp. 103–114. 
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en los Estados72. Aun así, y a pesar de que la competencia del legislador 
europeo está predeterminada por la libre circulación y el correcto 
funcionamiento del mercado interior, la especial idiosincrasia del sistema 
nos lleva a subrayar su operatividad y a recurrir a ella para despejar dudas.  

58. De hecho, el art. 38 y los arts. 36 y 37 del Reglamento europeo de 
sucesiones, se refieren a cuestiones distintas, por tanto, en principio, las 
soluciones establecidas en ese art. serian completamente independientes de 
los arts. que le preceden, pero no siempre han sido vistas así. El art. 36 del 
Reglamento europeo de sucesiones trata de situaciones internacionales de 
las que emana la aplicación de un ordenamiento jurídico en un Estado en el 
que coexisten una pluralidad de ordenamientos, es decir como su propio 
título establece, “a la remisión a ordenamientos plurilegislativos”. 

59. El art. 38 del Reglamento europeo es una “cláusula de exclusión” 
(también denominadas cláusulas federales) de los conflictos de leyes 
internos, que se dirige a establecer si los tribunales europeos van a utilizar 
el Reglamento para resolver, además de los conflictos internacionales, los 
conflictos de leyes internos que se den en el interior de su territorio en los 
que no concurre ningún elemento de internacionalidad, lo que nos lleva a 
plantearnos, en qué medida la UE tiene competencia para resolver conflictos 
“estrictamente” internos de leyes73. Este tipo de cláusulas se hallan, 
habitualmente, en Reglamentos europeos y en los Convenios 
Internacionales de la Haya74 y, aunque pueden parecer superfluas y que 
alteran el reparto competencial, en realidad dejan en manos de los 
legisladores estatales la posibilidad de realizar esa extensión. En estos casos, 
como establecía Giulano Lagarde en el informe sobre el Convenio de Roma, 
articulo 19.2º “ (…)el conflicto de leyes (interno) existe, pero es puramente 
interno al Estado considerado y, por lo tanto, este no tiene ninguna 
obligación internacional de resolverlo aplicando las reglas del Convenio”75. 
En caso contrario, se ha llegado a sostener que la pérdida de eficacia de las 

 
72 G. Christald, “Multi–Unit states in European Union Private international Lwa”, JPL, vol. 9, nº 

2, pp. 219–244, p. 238; A.E. Von Overbeck en la elaboración del Convenio de Haya sobre ley 
aplicable al trust, en documento preliminar nº 9, marzo de 1984, en Actes et docuemnts de la 
quinzième sesssion, t–2, p. 167 dudaba de la necesidad de integrar cláusulas de exclusión en tanto 
las convenciones internacionales únicamente se aplican a situaciones internacionales. Se integra 
al final una dicha cláusula en el art. 24. Al respecto, O. Casanovas y La Rosa, “El Derecho 
Interregional desde una nueva perspectiva”, REDI, vol. XXXIX, 1987, pp. 477–486. 

73 N. Magallon Elósegui, “El Reglamento de sucesiones y los sistemas plurilegislativos: el caso 
español”, JADO, 12, nº 25, 2013, pp. 343–355. 

74Se han incorporado cláusulas de exclusión en el Reglamento Roma I, art. 22.2º, Reglamento 
Roma II mediante el art. 25.2º y Roma III art. 16; respecto a la incorporación de estas cláusulas 
en los Convenios de la Haya Vid. A. Borras Rodríguez, “Les ordres …”, loc. c it., p. 301–309.  

75 Rapport concernant la convention sur loi applicable aux obligations internationales, DO C282 
de 31 de octubre de 1980. 
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normas de conflicto de carácter autónomo ante la expansión de las normas 
europeas (e internacionales) que cubren los mismos ámbitos de aplicación 
nos podría llevar a directamente a aplicarlos a las situaciones 
interregionales76.  

60. De esta manera, los tribunales europeos emplearan el Reglamento 
europeo para resolver los conflictos de leyes internacionales, mientras que 
su aplicación para resolver los conflictos de leyes internos dependerá de la 
declaración expresa del legislador estatal en este sentido o, en nuestro caso, 
de una modificación del Derecho Interregional. Creemos que la cláusula 
requiere de una actitud proactiva del legislador estatal porque, en su 
defecto, la respuesta queda implícita en el propio reparto competencial 
constitucional y nos lleva a predeterminar la competencia a favor del 
legislador estatal. Las cláusulas de exclusión incorporadas en los 
Reglamentos europeos (y en los Convenios) amparan un sistema de 
resolución de conflictos de leyes internos estatal y dejan en manos de los 
Estados la decisión de su incorporación y, consecuente, aplicación analógica. 
Aun así, su integración se ha considerado necesaria cuando dichas normas 
no tengan en cuenta las necesidades propias de los conflictos internos, como 
ha sucedido en la práctica77.  

61. En definitiva, a tenor de lo estipulado en el art. 38 del Reglamento 
europeo de sucesiones, el legislador institucional no tiene competencia para 
regular las situaciones puramente internas78. Compete al legislador estatal 
decidir si se aplica, o no, el Reglamento europeo de sucesiones para resolver 
los conflictos de leyes internos. Sin embargo, la interpretación extensiva o 
“dinámica” del art. 16 Cc que establece que los conflictos de leyes internos 
se regulan por las mismas normas que los conflictos internacionales nos 
lleva al planteamiento inicial sobre su potencial extensión en una suerte de 
“bucle” interminable79 que se remite a las normas del Capítulo IV del Código 
Civil, que han sido desplazadas por las normas europeas, entendiéndose 
como una apuesta por la unidad de soluciones que nos llevaría a la 
aplicación del Reglamento80. 

 
76 En contra de este silogismo S. Álvarez González, “Sobre la …”, loc. cit., pp. 141–142. 
77 Como establecía González Campos en el debate en las Cuartas Jornadas de Derecho 

Internacional Privado. Principios, objetivos y métodos de Derecho Internacional Privado. Balance y 
perspectivas de una década. Madrid, Vicálvaro, 1993, pp. 130–13, para L. Garau Juaneda, la falta 
de pronunciamiento expreso y el hecho de que el legislador español no haya introducido cambios 
en la regulación de los conflictos de leyes internos comporta una respuesta negativa, en “La 
aplicación de los Reglamentos…”,loc. cit.., pp. 56–57. 

78 A. Bonomi, y P Wautelet, El Derecho europeo…, op. cit., 484–485. 
79Cf. A. Font i Segura, “La remisión…”, loc. cit., p. 101. 
80 Vid. S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación…”, loc. cit., p. 139. 
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62. En realidad, este dilema únicamente se plantea ante los tribunales 
españoles y se debería reducir a aquellas situaciones puramente internas. 
Sin embargo, como hemos visto en el epígrafe anterior, en aquellos 
supuestos en los que se produce una superposición de sistemas (no de 
conflictos) y una vez señalada la ley española, el Reglamento apela al 
Derecho Interregional para resolver la ley definitivamente aplicable de 
entre las coexistentes en el ordenamiento español y el debate se 
entremezcla. La operatividad de la combinación entre el art. 16, 14 y 9.8º Cc 
reducida a aquellos supuestos en los que se ven involucrados nacionales 
españoles y la nacionalidad española del causante puede sustituirse por la 
vecindad civil81, y la utilización de las reglas subsidiarias el art. 36.2º del 
Reglamento de sucesiones, ha llevado a los operadores jurídicos a 
cuestionarse de nuevo los parámetros del sistema. 

 
3. Correlación entre los arts. 38 y 36 del Reglamento europeo de sucesiones 

 
63. Los asuntos concernientes a las denominadas cláusulas de exclusión 

de los conflictos de leyes internos en los instrumentos internacionales 
aparecen frecuentemente unidos a la interpretación de las cláusulas de 
remisión a ordenamientos plurilegislativos y a la potencial extensión de las 
normas europeas (o convencionales) a los supuestos de conflictos de leyes 
estrictamente internos que señalábamos82. En cierto modo, estas cláusulas 
podrían llegar a ser causa directa de los mecanismos elegidos por la norma 
para señalar la ley definitivamente aplicable en los supuestos en los que la 
ley aplicable sea la de un Estado plurilegislativo83, que veíamos en el 
epígrafe anterior, de ahí que, en ocasiones, se hayan visto entremezclados. 
En este epígrafe vamos a analizar si esa confluencia es consecuente en el 
Reglamento europeo de sucesiones. 

La introducción en los instrumentos europeos de una cláusula de 
exclusión que haga referencia a su no aplicación a los conflictos internos 
podría llegar a depender de la existencia de preceptos de remisión a un 
sistema plurilegislativo y de qué tipo de sistema de remisión haya sido 
establecido. Si así fuera, la solución adoptada variaría en función del 

 
81 L. Garau Juaneda, “El ámbito de vigencia, el ámbito de aplicación y el ámbito de eficacia de 

los derechos civiles autonómicos: al hilo del caso particular del art. 50 de la Compilación del 
Derecho Civil de las Islas Baleares”, p.18; J.L. Iglesias Buhigues, “La remisión a la ley española en 
materia sucesoria y de régimen económico matrimonia”, CDT, vol. 10, nº 1., 2018, pp. 233–247. 

82 A. Borras Rodriguez , “Les ordres...”, loc. cit., pp. 155–368. 
83 R. De Nova, “Le convenzioni dell’Aja e il sistema giuridici non unificati”, en Estudios de 

Derecho Internacional. Homenaje al Profesor Miaja de la Muela, vol. II, Madrid, Técnos, 1979, pp. 
1147–1166.  
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contenido de las normas dirigidas a resolver los problemas de remisión y su 
análisis nos podría ayudar a despejar la potencial extensión competencial o 
definitiva exclusión del ámbito de aplicación de las normas europeas de los 
conflictos de leyes internos. Esta posibilidad, como veíamos, también 
aparece reflejada en las resoluciones de la DGSYFP84.  

De hecho, la solución adoptada por las cláusulas de remisión a un 
ordenamiento plurilegislativo, en ocasiones, han sido interpretadas como 
un reconocimiento implícito de la vigencia, o no, de las normas sobre los 
conflictos internos en los Estados plurilegislativos a los que remiten85.  

64. En función de esta teoría, la existencia en una determinada norma 
europea de mecanismos de remisión a ordenamientos plurilegislativos de 
carácter indirecto, podría ayudar a extraer los conflictos internos de su 
ámbito de aplicación, en la medida que supone que la localización de la 
legislación interna del Estado plurilegilativo finalmente aplicable va a ser 
establecida por las propias normas internas de resolución de conflictos de 
dicho Estado, que no se ve alterado a pesar de la internacionalidad de la 
relación.  

En ese caso cabría deducir que, con independencia del carácter 
internacional o interno de la relación, no se van a aplicar las mismas normas 
para regular ambos supuestos, y los conflictos de leyes estrictamente 
internos permanecerán fuera del ámbito de aplicación de la norma europea 
con independencia de que se incorpore una específica cláusula de exclusión. 
De lo contrario, si las normas para resolver los conflictos de leyes internos y 
los internacionales fueran las mismas, la técnica indirecta utilizada para la 
remisión se vaciaría de sentido86.  

65. En realidad, como se encargó de matizar S. Sánchez Lorenzo en 
relación a los Convenios Internacionales (en nuestro caso trasladándolo a 
las normas europeas), la existencia de una remisión indirecta no resulta un 
argumento definitivo para afirmar la inequívoca exclusión de los conflictos 
de leyes internos del ámbito de aplicación de la norma, y para despejar toda 
duda interpretativa, en el caso de que esa sea la intención de legislador 
estatal, lo correcto será que, además, se acompañe de una cláusula de 
exclusión de los conflictos de leyes internos87.  

66. La utilización de un mecanismo de remisión indirecta en una norma 
que tenga carácter erga omnes no significará la definitiva exclusión de su 

 
84 FD22, Resolución de la DGSJFP, de 20 de enero de 2022, BOE de 16 de febrero de 2022.  
85Cf. S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación …”, loc. cit., p. 133. 
86 Es tachada de “incoherencia estructural”, en P. Quinza Redondo y G. Christandl., 

“Ordenamientos…”, loc. cit., p. 16. 
87 Vid. S. Sánchez Lorenzo, “La aplicación…”, loc. cit. p. 134. 
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ámbito de aplicación de los conflictos internos, dado que en estos casos las 
técnicas de remisión pueden señalar a un Estado plurilegilativo no miembro 
de la UE y cuyo sistema de resolución de conflictos de leyes no estuviera 
afectado por estos preceptos, con lo que no tendría cabida la interpretación 
anterior. En un sentido similar, tampoco se trata de un inequívoco 
argumento ante la contingencia de que el Estado plurilegilativo al que se 
remite la norma no tenga normas específicas de Derecho Interregional que 
señalen el ordenamiento finalmente aplicable entre los existentes en 
determinados casos, tal y como sucede en el ordenamiento español. Como 
ya hemos visto, la pertinente disposición sobre la remisión indirecta 
contenida en la norma europea comprende soluciones subsidiarias para 
solventar la ausencia de regulación interna (art. 36.2º Reglamento europeo 
de sucesiones), en cuyo caso, también terminaría aplicándose la norma 
institucional para resolver los conflictos de leyes internos con el objetivo de 
determinar la legislación aplicable de entre los ordenamientos 
concurrentes88. 

67. Por el contrario, cuando la técnica utilizada en una determinada 
norma para solucionar el problema de la remisión a un ordenamiento 
plurilegislativo sea la directa y, se valga de puntos de conexión que 
identifiquen directamente la legislación aplicable de entre las coexistentes 
en el Estado en cuestión, la interpretación acerca de su potencial aplicación 
a los conflictos de leyes internos deberá ser aclarada por una específica 
cláusula de exclusión que diferencie ambos niveles conflictuales. En ese caso 
la naturaleza interna o internacional del conflicto de leyes marcaria 
definitivamente la aplicación de un sistema u otro.  

68. En realidad, no creemos que el sistema de remisión de los 
ordenamientos plurilegislativos que se adopte tenga relación directa con 
la cláusula de exclusión y la consecuente extensión del Reglamento 
europeo de sucesiones a la resolución de conflictos internos. Se trata de 
supuestos totalmente diferentes. Debemos insistir, una vez más, en esta 
premisa inicial en la que se encuentra el núcleo del debate, en tanto las 
normas de funcionamiento del Reglamento europeo se aplican a supuestos 
internacionales, parten de una situación internacional. Mientras que 
cuando la cláusula de exclusión se refiere a “normas internas sobre 
conflictos de leyes de dicho Estado”, como es nuestro sistema de Derecho 
Interregional, se dirigen a un plano diferenciado a resolver conflictos de 
leyes internos.  

  

 
88 Ibíd., p. 135. 
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V. CONSIDERACIONES FINALES 
 
69. A lo largo el trabajo hemos podido constatar que la relación existente 

entre los Capítulos IV (de “normas de Derecho Internacional Privado”) y V 
(sobre el “ámbito de aplicación de los regímenes jurídicos civiles 
coexistentes”) del Código Civil se ha quedado anticuada y, cincuenta años 
después desde la modificación del Título Preliminar sigue demandando un 
nuevo desarrollo normativo. Las viejas cuestiones que se presentaron, 
prácticamente, desde el principio tras su promulgación, lejos de 
solucionarse, se han ido consolidando en la actualidad, como se ha puesto 
de manifiesto a través de la práctica jurídica. Durante el trascurso de estos 
cincuenta años la extraordinaria evolución y el desarrollo que ha tenido el 
Derecho privado europeo irrumpiendo con fuerza en la dimensión 
internacional de resolución de conflictos, contrasta con el anquilosamiento 
del sistema de Derecho interregional, olvidado por completo por el 
legislador estatal.  

70. La interacción de ambas dimensiones, la internacional y la interna, a 
través de aquellas situaciones enmarcadas dentro del Reglamento europeo 
de sucesiones, en las que se entremezcla la resolución de conflictos de leyes 
internacionales e internos, nos lleva a replantearnos, de nuevo, la redacción 
de una ley especial de Derecho Interregional que responda a las necesidades 
derivadas de la pluralidad legislativa existente en España de distintos 
Derechos civiles. Lo primero que debería establecer el legislador es si la 
remisión contenida en el art. 16.1º Cc, a favor del recurso de las normas del 
Capítulo IV del Título preliminar, se refiere únicamente a las normas de 
Código civil de una manera estática, o si se opta de manera definitiva por 
una remisión dinámica, que supondría un definitivo desplazamiento de su 
art. 16 por las normas convencionales y europeas, permitiendo su aplicación 
para resolver los conflictos de leyes internos. De esta forma pondría fin a 
una cuestión largamente debatida que lleva muchos años sin resolverse.  

71. La última reforma realizada por el legislador estatal del Código civil, 
parece ir en esta dirección, sin embargo, ha sido meramente parcial e 
incompleta y ha desestructurado un poco más el sistema. La modificación 
ha consistido en incorporar por referencia a nuestro sistema conflictual 
algunos instrumentos de naturaleza convencional que ya desplazaban el 
contenido de tales normas, haciendo una modificación parcial del Código 
civil y de la Ley de Enjuiciamiento civil que reorienta las soluciones del art. 
9.4º, epígrafes, 4, 6 y 7 Cc, con la intención de incorporar “mejoras técnicas 
en la determinación del supuesto de hecho o de los puntos de conexión”. De 
esta forma, provoca el desplazamiento de las normas autónomas para 
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determinar la ley aplicable al contenido de la filiación, por naturaleza y 
adopción y al ejercicio de la responsabilidad parental, olvidando que se 
encuentra con el mismo problema respecto al art. 9.8º Cc. Esta 
incorporación ha supuesto importantes cambios y ha integrado la 
residencia habitual como primer punto de conexión para determinar la ley 
aplicable a la protección de las personas con discapacidad y a la 
nacionalidad como punto de conexión subsidiario, para terminar con la ley 
española como punto de cierre. Al proyectar esta modificación sobre la 
dimensión interna de conflicto de leyes, la vecindad civil también se 
convierte en criterio subsidiario de la residencia habitual.  

72. La regla de unidad de soluciones para los conflictos de leyes 
internacionales e internos en los que se basa el Título Preliminar ha 
quebrado definitivamente, ante la promulgación de los Reglamentos 
europeos y, en particular, del Reglamento de sucesiones que, a través de sus 
normas de funcionamiento, consolida un sistema dual que separa 
definitivamente ambas dimensiones de resolución de conflictos, 
diferenciando las normas que van a resolver los conflictos de leyes 
internacionales de las normas que van a resolver los conflictos de leyes 
internos. En esta dirección se plantea la oportunidad de seguir aplicando la 
vecindad civil como criterio de determinación de la ley aplicable a la 
sucesión por causa de muerte que opera en los conflictos de leyes internos, 
frente a la residencia habitual instaurada por el Reglamento europeo de 
sucesiones. Si bien, la vecindad civil sigue siendo plenamente operativa para 
resolver los conflictos de leyes internos, está siendo “deslumbrada” por la 
residencia habitual en los supuestos de sucesiones internacionales en los 
que ha sido designada la ley española por el Reglamento europeo de 
sucesiones. La identificación de la ley concreta, dentro de las españolas 
señalada por el Reglamento a través del art. 36.1º refleja su falta de 
aplicabilidad en el caso de nacionales extranjeros residentes en España y la 
necesidad de plantearse una reconstrucción coherente del sistema.  

73. Al hablar de la vecindad civil, es menester subrayar, que sigue siendo 
el criterio de selección de la ley aplicable en Derecho Interregional. Es decir 
que ni su naturaleza, ni su función se han visto afectadas como consecuencia 
de la aplicación del Reglamento europeo de sucesiones. Simplemente 
debemos diferenciar la categoría de supuestos a lo que se aplica, y no 
confundir su carácter de punto de conexión, a pesar de que las leyes 
autonómicas la utilicen para adoptar normas unilaterales que delimitan su 
ámbito de vigencia. La vecindad civil tampoco puede ser utilizada como 
criterio sustantivo de validez de un negocio jurídico.  

74. Por tanto, el Reglamento de sucesiones concebido para designar la ley 
aplicable en situaciones privadas internacionales no altera esta función 
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respecto al Derecho Interregional, y art. 16.2º Cc sigue siendo plenamente 
aplicable, junto con el 9.8º Cc, para resolver los conflictos de leyes en 
materia sucesoria a nivel interno. Otra cuestión distinta es que nos 
planteemos la oportunidad de cambiarla por la residencia habitual y la 
consideremos que ha dejado de tener funcionalidad en un mundo que ha 
cambiado y en el que la conexión de la residencia habitual refleja el 
suficiente arraigo, y, por tanto, vínculos suficientes con un determinado 
ordenamiento como para poder ser aplicado en Derecho sucesorio, como 
hace el Reglamento europeo de sucesiones.  

75. La aplicación práctica del art. 36 por los operadores jurídicos ha 
puesto de relieve la existencia de un tratamiento diferenciado de situaciones 
que dependerá del carácter del Estado plurilegislativo y de su sistema de 
resolución de conflictos de leyes internos. Ahora bien, debemos atender a 
una premisa inicial, y es que la Unión Europea no tiene competencia para 
regular supuestos interregionales, por lo que el Reglamento europeo solo va 
a ser aplicable en los supuestos de carácter internacional en los que 
concurra un elemento de internacionalidad. De modo que los Estados con 
ordenamientos plurilegislativos son exclusivamente competentes para 
regular los conflictos de leyes internos que se den en el interior de su 
territorio. Y reside en ellos la decisión de aplicar el Reglamento europeo de 
sucesiones para resolver los conflictos de leyes internos.  

76. Es cierto que el ordenamiento europeo puede tener efectos indirectos 
sobre supuestos de carácter interno en la medida que, en ocasiones, se 
conecta con el sistema de resolución de conflictos de leyes interno. Así, lo 
hemos podido comprobar en la aplicación práctica del Reglamento de 
sucesiones por los Registradores, la Dirección General de Seguridad y Fe 
Publica y la jurisprudencia relacionada. Sin embargo, dichos efectos no 
pueden confundirse con la extensión de las normas del Reglamento europeo 
de sucesiones a los conflictos de leyes internos. La falta de competencia del 
legislador europeo se traduce en la salvaguarda del sistema de Derecho 
interregional para resolver los conflictos de leyes internos.  

77. Las resoluciones de la DGSYSP nos han demostrado la falta de claridad 
del sistema vigente y la quiebra de la unidad ante la creciente complejidad 
derivada de la intersección de fuentes normativas, y la razón principal es la 
ausencia de decisión y de firmeza del legislador español que no se enfrenta 
a las necesidades del sistema de resolución de conflictos de leyes internos y 
a la, definitiva, elaboración de una ley de Derecho Interregional que dote de 
una mayor seguridad jurídica al Derecho de sucesiones.  

El legislador estatal deberá decidir si armoniza el sistema y extiende la 
aplicación de las normas de Derecho internacional privado convencionales 
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y europeas a los conflictos de leyes internos, en una suerte de interpretación 
“dinámica” del Título preliminar del Código civil o no, y para ello podría 
haber aprovechado la interpelación del art. 38 del Reglamento europeo de 
sucesiones. O modifica un sistema en el que teniendo en cuenta la 
heterogeneidad de soluciones a los que nos lleva y la inseguridad jurídica 
que provoca, debe ser completado a través de una sincronización que tras la 
última reforma parece complicada. En ese caso lo más sencillo sería recurrir 
a la residencia habitual para los conflictos de leyes internacionales y 
mantener la vecindad civil para los conflictos de leyes internos, 
consolidando una dualidad de sistemas que, en realidad, ya existe. Todo ello 
podría ser completado mediante la opción de la autonomía conflictual a 
favor de la nacionalidad que permitiera a los nacionales españoles optar por 
la ley de su vecindad civil o de su residencia en el momento de otorgar 
testamento y, por la flexibilización del sistema adquisición y perdida de la 
vecindad civil.  

78. El art. 38 y los arts. 36 y 37 del Reglamento de sucesiones se refieren 
a dos tipos de cuestiones diferenciadas. El art. 38 es una “cláusula de 
exclusión”, por tanto, parte de la no aplicación del Reglamento europeo de 
sucesiones a los conflictos de leyes puramente internos del Reglamento 
europeo, algo lógico teniendo en cuenta que su misión es resolver conflictos 
de leyes transfronterizos en los que concurre algún elemento de 
internacionalidad. Por tanto, será el legislador español el que tendrá que 
decidir si va a hacer uso del Reglamento europeo para resolver los conflictos 
de leyes estrictamente internos y se requiere una actuación “proactiva”. La 
no aplicación del Reglamento europeo a los conflictos de leyes, nos lleva 
como hemos visto a mantener su resolución a tenor de los arts. 9.8º, 14 y 16 
Cc lo que puede llegar a comportar resultados distintos al consolidar la 
dualidad de sistemas y uno referirse a la vecindad civil del causante y el otro 
a la residencia habitual 
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